
        
            
                
            
        

    




PRÓLOGO

LA CORONA EN ESPAÑA: HOJA DE SERVICIOS













Anticipo al lector que, al margen de sus preferencias ideológicas, incluso de sus prejuicios, La Corona en España es una obra bien diseñada y aún mejor ejecutada. Desde los visigodos a los posmodernos, estamos ante «otra» Historia de España (en el doble sentido: es una más, pero también es diferente y original), vista «desde la perspectiva de la institución monárquica». Quienes conocemos por experiencia la dinámica de las obras colectivas somos conscientes de la dificultad —a veces insoluble— para conseguir un producto coherente y armónico. Cuando la Fundación promotora me solicitó amablemente este prólogo tuve la certeza de encontrar una yuxtaposición de buenos estudios, a juzgar por el prestigio de los autores. Reconozco que me quedé corto: estamos ante un texto cuyos capítulos forman una estructura bien trabada donde cada uno cobra sentido en relación con el conjunto. Debemos por tanto felicitar a los impulsores de este proyecto académico convertido en feliz realidad gracias al rigor en las formas y la brillantez en los contenidos. También por el enfoque: lejos de cualquier visión esencialista, la Corona es una realidad jurídico-política que recorre muchos siglos de éxitos y también de fracasos, pero con un balance netamente positivo. Es lícito, faltaría más, defender la opción republicana para el futuro de la más alta magistratura del Estado. Es lícito, en efecto, pero muy discutible desde el punto de vista de la oportunidad política y del interés general de la nación. El republicanismo que se hace presente en la esfera pública plantea la cuestión desde un enfoque simplista, porque identifica república con progresismo y monarquía con conservadurismo. Nada más sencillo que desmontar esta falacia: Suecia, Noruega, Dinamarca, Países Bajos, Reino Unido… son —según las encuestas— los países más admirados por los españoles que dicen ser de izquierdas mientras que Alemania o Francia son las opciones favoritas para los votantes de derechas. Es un dato muy significativo.

Toda acción humana (libros incluidos, cómo no) surge en un contexto determinado; es decir que debe situarse en el espacio y el tiempo, formas kantianas de la sensibilidad externa e interna, respectivamente. En materia de pensamiento político, la Escuela de Cambridge (Ideas in context) ocupa hoy día la posición dominante. En definitiva: ¿cómo se justifica una obra como esta en la España de nuestros días? Según el famoso dictum de Benedetto Croce, «toda historia es historia contemporánea». La cita, aunque desgastada por el uso, no por ello es menos veraz. He aquí la explicación del autor nacido en los Abruzzi, aunque le tengamos siempre por napolitano: «Porque por remotos o remotísimos que parezcan cronológicamente los hechos que entran en ella es, en realidad, historia referida siempre a la necesidad y a la situación presente». A nuestros efectos, La Corona en España pretende mostrar la evidencia de que España es una nación y es un Estado precisamente porque ciertos sectores ideológicos y/o territoriales lo ponen en duda, ya sea por ignorancia inexcusable o por parcialidad manifiesta. En nuestra época convulsa conviene no dar nada por supuesto, y por ello mismo es preciso volver sobre estos «dioses menores», como decía Arnold J. Toynbee, cada día más actual. Nación, Estado, y el tercer elemento es la Corona, institución máxima, símbolo de unidad y permanencia (según la muy precisa expresión constitucional) y, guste más o guste menos, fuente de concordia en un país que, por desgracia, prefiere muchas veces los extremos y desconfía de la moderación. 

Para superar la confusión resulta muy útil acudir a la historia de los conceptos políticos. En su día, la monarquía era una forma de Estado, equiparable con el absolutismo; hoy día es forma de gobierno, cuando se establece como institución máxima de una democracia constitucional. En los tiempos ilusionantes del Renacimiento, origen del Estado moderno, las monarquías dominan el panorama de la historia de Europa en tanto que las repúblicas ofrecían una débil resistencia, mucho más oligárquica que democrática, como reflejan las signorie italianas magnificadas por el gran Jacob Burckhardt. En el ámbito británico, el término Estado queda postergado para siempre precisamente por su identificación con la monarquía absoluta, ese régimen regale que sufren los países continentales frente al politicum et regale que disfrutan los ingleses. La primera referencia en este punto es sir John Fortescue, autor del Policraticus (1159), pero se convierte ya en lugar común para juristas como Edward Coke o filósofos como John Locke en el tránsito a la monarquía parlamentaria regida por el rule of law.

Recuerdo algunos conceptos ya muy acuñados. Son formas políticas las grandes configuraciones históricas que vertebran la organización del poder: polis griega, civitas romana, imperio y papado en la Edad Media, Estado soberano desde la Edad Moderna a nuestros días y, según parece, lejos de esa crisis terminal que algunos profetizan, pero nunca llega. Las formas de Estado se configuran, por una parte, en función de la organización territorial, desde el modelo estrictamente unitario al federal o confederal; por otra —y eso es lo que aquí importa— por la fórmula política que sustenta las instituciones: a día de hoy, democracia constitucional (soberanía nacional o popular; instituciones representativas; división de poderes; reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales) versus «lo que no es democracia», según la ingeniosa terminología de Giovanni Sartori; es decir, tiranía, despotismo, dictadura, absolutismo, autocracia, totalitarismo y otros modelos que plantean un reto conceptual a la teoría política. Por último, forma de gobierno se aplica, en su primera acepción, a la definición constitucional de la Jefatura del Estado (esto es, monárquica o republicana) y, en la segunda, al elemento dominante en los poderes estatales (lo que permite distinguir, sin mayores matices, entre presidencialismo y parlamentarismo). Pues bien, y he aquí la clave de la confusión para quienes actúan de buena fe: la monarquía era forma de Estado en tiempos del absolutismo y es ahora, en los sistemas constitucionales, una dignísima forma de gobierno, tan democrática —al menos— como su alternativa republicana. Con una secuela de interés, porque la monarquía compatible con la soberanía popular no admite el modelo presidencialista, sino únicamente el parlamentario, mientras que las repúblicas pueden optar por uno o por otro; los ejemplos son tan conocidos que no es necesaria mayor aclaración. Con el peligro, denunciado hace tiempo por Juan Linz, de la deriva autoritaria de un régimen que otorga poderes muy intensos al presidente como jefe del Ejecutivo. 

Explica García-Pelayo en su mejor versión doctrinal que la seña de identidad de un símbolo político es la integración. Y ese papel lo desempeña la Corona con singular acierto en la historia de España, salvo periodos muy concretos que están en la mente de todos: Fernando VII, primero «deseado», luego «felón», es el caso más notorio; por cierto, que incluso el peor de los monarcas cuenta con el mérito indiscutible del mecenazgo que permite disfrutar a la nación de la colección incomparable que el patrimonio real cedió al Museo del Prado. Ha sido la española una monarquía impregnada de maneras sobrias y elegantes, seria y orgullosamente digna en las formas con independencia de la personalidad irreductible del titular de la Corona. Recuérdese la plácida armonía de la vida familiar en el Alcázar madrileño, el escenario predilecto de Velázquez. ¡Qué lejos están Baltasar Carlos o el pequeño Felipe Próspero de la ambiciosa nave del Estado, modelo —según Rubens— del royaume absolutista francés! Compara Díez del Corral el retrato de Luis XIV por Hyacinthe Rigaud con los varios de Felipe IV ejecutados por su pintor de corte, impecables en su dignidad, sin atisbo de ostentación. En Las Meninas, se ha escrito con razón, el mismo Velázquez jugaba a ser el anfitrión de sus mecenas reales en palacio. Nunca se atribuyó a los monarcas españoles la condición de rey-taumaturgo, cuya descripción en el espléndido libro de Marc Bloch revela una visión mágica a la que los Reges Hispaniae han sido felizmente inmunes. Tampoco son comparables las austeras ceremonias en Castilla y en Aragón ni las subsiguientes en la monarquía unificada con el espectáculo (grandioso, sin duda: superlativo de grandeur) de la unción en Reims al monarca francés con el sacro óleo. 

Por lo demás, para extraer a la monarquía toda su eficacia institucional se requiere una sutileza interpretativa que no siempre está al alcance de una sociedad crispada, más dispuesta al trazo grueso que a la finura conceptual. Nos hemos acostumbrado a personalizar simpatías y antipatías en la figura del titular de la Corona o en la familia real: hay quien sigue diciendo «soy (o era) juancarlista, pero no monárquico», sin advertir que la madurez política consiste en dar valor a las instituciones al margen de las coyunturas cambiantes. Les podemos recomendar Los dos cuerpos del rey, el gran libro de E. H. Kantorowicz, previa advertencia de que no es de lectura fácil. A quienes se dicen republicanos no les importa la competencia o la incompetencia del jefe de Estado en un día y hora determinados. Valga la inteligente expresión histórica «no es el rey quien hereda la Corona, sino la Corona la que hereda al rey» para explicar a quien quiera entenderlo el significado profundo de la forma monárquica de gobierno. La misma madurez (personal y política) es exigible para explicar el refrendo ministerial como traslación de responsabilidad, dejando al monarca fuera del tráfago cotidiano de la disputa partidista. Cuando alguien (alumno; peor todavía, profesor; por supuesto, un ciudadano cualquiera) pregunta con tono airado «¿y entonces para qué sirve?», demuestra una profunda incapacidad para comprender la política. Lo mismo ocurre con la sanción regia de las leyes, y eso dejando al margen la distinción —confusa también para los juristas— entre sanción y promulgación. Muchos viven todavía en la prehistoria del régimen parlamentario y alaban sin entenderlo el veto de un presidente republicano (da igual veto absoluto o suspensivo). Ahora que vuelve la moda —sorprendente— de Carl Schmitt, conviene recordar su inteligente definición del presidente de Estados Unidos como «monarca republicanizado de la antigua monarquía constitucional». 

Vamos ahora a la historia de las ideas políticas, fuente permanente de aprendizaje. Escuchemos al gran Montesquieu. Cada forma de gobierno, escribe el célebre autor de El Espíritu de las Leyes (1748), responde a un principio que refleja «las pasiones humanas que la ponen en movimiento». En el caso de la monarquía, ese principio es el «honor» que «puede inspirar las más hermosas acciones y conduce, junto con la fuerza de las leyes, al buen fin del Estado». Más aún, pone en actividad «todas las partes del cuerpo político, las une en virtud de su propia acción y así resulta que cada uno se encamina al bien común cuando cree obrar por sus intereses particulares». ¡Excelso principio, sin duda, el que distingue a la monarquía, muy diferente del «temor» que provocan los despotismos y complementario de la «virtud cívica» que engrandece a las democracias! Páginas muy bellas, tal vez las mejores que nos regala Charles-Louis de Secondat, barón de la Brède y de Montesquieu, presidente (hereditario) del Parlamento judicial de Burdeos. Confirma una vez más que la monarquía es una forma pura de gobierno, a diferencia de la tiranía, impura y degenerada porque está sujeta a la arbitrariedad del poderoso. Ya lo sabían nada menos que Platón y Aristóteles, muy diferentes en preferencias políticas, pero amantes uno y otro de la idea clásica de eleutheria, la libertad bajo el imperio de la ley, la única expresión propia de una vida genuinamente humana. 

El rey como jefe del Estado ejerce una función imposible de encerrar en una definición formal, aunque es notorio que el artículo 56 de la Constitución (y, en general, todo el Título II) fue redactado por la pluma de un jurista fino. Para quienes servimos por convicción y vocación a la España constitucional, la más alta magistratura del Estado es garantía de una democracia igual de buena e igual de mala que la existente en los demás países que nos importan. Nos sitúa de forma irreversible en el lugar que corresponde a España en Europa y en el mundo. Punto de equilibrio del sistema político, ofrece el necesario sosiego frente al ruido artificial al servicio de intereses espurios que tanto perjudica a una sociedad con ganas de controversia. El rey ejerce un poder moderador y arbitral, definido en su día por la pluma romántica de Benjamin Constant, mucho más que protocolario. Cuando el interés general de España reclama su intervención, hace presente y operante su función representativa gracias a esa cualidad indefinible que los romanos llamaban auctoritas, una lección de sabiduría práctica frente a los amantes de la geometría política. La gran mayoría social identifica a la Corona con el éxito colectivo. ¿A quién beneficia la distorsión de la Historia? La respuesta es muy sencilla: Savonarolas y Robespierres confluyen en las críticas a la institución. Por eso resultan muy oportunas obras como La Corona en España, capaces de conjugar el máximo rigor académico con la eficacia social de la divulgación bien entendida. 

*   *   *



Aunque los prólogos convencionales suelen eludir el análisis por capítulos, no me resisto en este caso a ofrecer unas breves notas de lectura. «Émula del tiempo», según el célebre texto cervantino, la historia de España describe una trayectoria que arranca con los reyes godos y deja al margen —con toda lógica— las formas anteriores de organización política en suelo peninsular: unas, por no ser propiamente monárquicas, como las viejas tribus íberas y celtas, y otras por no ser (todavía) españolas, como las impuestas por Roma, ya fuera en periodo republicano o imperial. Insisto en el propósito que subyace a esta obra colectiva: hacer presente y operante la realidad de España como nación y como Estado a través de la Corona. Y esa historia casi milenaria (tres milenios, decía con entusiasmo Domínguez Ortiz) empieza con la crisis de la antigua caput mundi; es decir, el triste final del Imperio de Occidente en el año 476 al ser derrocado el infeliz Rómulo, despectivamente llamado «Augústulo», por el caudillo hérulo Odoacro. 

En el capítulo primero, el académico Luis A. García Moreno presenta una rigurosa síntesis no solo —como promete— de la monarquía goda, sino también de los fundamentos germánicos de la Antigüedad tardía a partir de la Völkerwanderung, fórmula inteligente para superar el concepto desprestigiado de «invasión». En ese movimiento de pueblos del este hacia el oeste y el sur, la monarquía muestra ya su capacidad constitutiva para aglutinar la pluralidad. Cabe advertir que aparece también un elemento democrático —valga la exageración— en aquellas asambleas de guerreros que, según cuenta Tácito, tomaban sus decisiones en las noches de plenilunio por un procedimiento ruidoso: armis insonantibus ¡Espectáculo digno de ser visto, envidia de historiadores! Pero también, y doy un salto sobre los siglos, toma cuerpo doctrinal un principio irreprochable de legitimidad mediante la fórmula rex eris si recte facies. A nuestros efectos, hay una prueba irrefutable de la tesis nacional y estatal: a finales del ¡siglo VI! se habla fuera de las (aún indefinidas) fronteras de los ¡reyes de España! Buen principio, pues, para otorgar el lugar que les corresponde a Leovigildo y Recaredo, para dar valor al Fuero Juzgo y también para construir —poco a poco— la controversia intemporal entre dos gigantes de la interpretación histórica de España, don Claudio y don Américo.

Reputado medievalista, el profesor Sánchez Saus aporta una síntesis equilibrada de los ocho siglos que le corresponde reseñar, con apoyo en Miguel Ángel Ladero, Luis Suárez y otros excelentes historiadores. En el ámbito del pensamiento político, cabe añadir a José Antonio Maravall, cuyo libro El concepto de España en la Edad Media sigue ofreciendo muchas referencias pertinentes. Dice bien el autor de este capítulo que la idea de España «aletea» no solo desde la tradición «neogoticista» de la monarquía asturleonesa, como se admite sin discusión, sino también en aquella «otra» Reconquista que tiene su origen en el reino de Aragón. Pero todavía necesita el Medioevo ser defendido frente a los tópicos al uso, unos por ignorancia y otros por conveniencia. Hace ya un siglo de la rebelión de los medievalistas promovida por Ch. H. Haskins. En nuestro caso, estamos ante una sutil formulación de ideas y también de formas políticas (imperio, primero; Estado, después) siempre con la monarquía como centro y eje de la nueva realidad emergente, un pluriverso político de estados que —según reza la fórmula doctrinal— «no reconocen superior en lo temporal». Merece especial atención, creo, la figura de Alfonso el Sabio, aspirante fallido en el «fecho del imperio», aunque «emperador de la cultura» y promotor del derecho romano que trae consigo un enfoque «antiguo-moderno» (diría Otto von Gierke) para la organización del poder. Su linaje (castellano de origen; aragonés por matrimonio; germánico y bizantino por vía materna) expresa el sentido universalista como seña de identidad de la monarquía. Una vez más, la Edad Media supera con holgura las trampas que le tienden ciertos prejuicios historiográficos.

El catedrático Alfredo Floristán traza una imagen equilibrada de los Reyes Católicos, cuya labor unificadora deriva tanto de la «acumulación de herencias legítimas» como del consenso y —cuando fue necesario— de la coerción. Suman así, a mi juicio, las tres fuentes de legitimidad weberiana: tradicional, legal y, con matices, carismática. Fernando el Católico ha sido muy bien tratado por los historiadores y mejor todavía por los más grandes del pensamiento político. Modelo para Maquiavelo de cuasi príncipe nuovo y «catedrático de prima» para Gracián, solo alguna corriente historiográfica nacionalista muestra reticencias hacia su figura, poco catalán (o demasiado español) para los guardianes de las esencias. Peor fortuna —en el más estricto sentido renacentista— consiguió la reina Isabel, si bien parece indiscutible que ambos compartían las principales responsabilidades de gobierno y que uno y otra fueron conscientes de la necesidad de gobernar de una manera en Castilla y de otra en Aragón. Dejaron así preparado el terreno para la monarquía compuesta, que muestra una doble condición paradójica solo en apariencia: es notoriamente preferida por los nostálgicos de las glorias imperiales, pero también por los austracistas periféricos. La historia (como la política) no es geometría. 

Feliciano Barrios, académico de la Historia, establece el perfil institucional de la España del XVI y el XVII con la precisión característica de sus libros bien conocidos y en línea con los enfoques de su maestro, José Antonio Escudero. Interesa mucho su tesis sobre la traslación por Fernando el Católico de las instituciones aragonesas a la gobernación general del reino. Más allá de los avatares militares y diplomáticos, la construcción del Estado es mérito indiscutible de aquella monarquía poliédrica: «bihemisférica», la llama gráficamente Barrios, con la seña de identidad que deriva de un monarca común. En cada época de la Historia, sentencia Hegel, un Estado hace suyo el Espíritu del Mundo, y esa Monarquía de todas las Españas expresa plenamente el Weltgeist de la primera Modernidad en lo político y militar; parcialmente, en lo cultural; poco o nada, en el ámbito socioeconómico. El siglo español, lo llamaba Ranke, donde la monarquía —y cito ahora a Díez del Corral— actúa en un sentido lato, no como forma de Estado o de gobierno, «sino como modo de preponderancia o hegemonía». Tan diferente por ello a su homónima francesa, según supo apreciar el sutil monje calabrés Tomasso Campanella.

Quedan, en cambio, desdibujados los llamados Austrias «menores» y su mundo de validos y consejos, que el autor de este capítulo ha tratado con mucho acierto en otras sedes. No son comparables, ciertamente: Rocroi, Westfalia o la Paz de los Pirineos no dejan lugar a dudas sobre la pérdida de peso de los Habsburgo españoles en el panorama de las grandes potencias. Pero cabe advertir al lector que los tópicos no son verdades de fe. Recuerdo ahora una conversación entre (nada menos que) John Elliott y Jonathan Brown a la que asistí cuando se preparaba el concurso para la ampliación del Museo del Prado ¡hace ya un cuarto de siglo! Dijo entonces el historiador inglés que, una vez reconstruido el Salón de Reinos, el turista informado solo a medias tendría serias dificultades para confirmar sus prejuicios escolares sobre la España decadente del XVII. Habrá que recomendar a los visitantes, añado, que lean (y no solo que compren) Un palacio para el rey, el libro espléndido de los dos hispanistas anglosajones que inspira el proyecto pendiente para el museo nacional por excelencia. 

La profesora Viforcos Marinas construye su capítulo a partir de la imagen de un rey ausente, pero omnipresente, en las Américas. El descubrimiento, el reparto del territorio, las instituciones adaptadas o inventadas…: grandeza y servidumbre de la obra de España en el Nuevo Mundo, acaso la mejor prueba de la relación equívoca con nuestro pasado nacional que mantienen algunos españoles. Hay que replantear el tópico de la «leyenda negra». Somos el único país del mundo —creo que no exagero— capaz de sentirse ofendido a estas alturas por los escritos ocasionales de algún autor de tercera fila, condenado al olvido más absoluto si no nos empeñamos en resucitarlo. Mejor será no malgastar el tiempo que debemos dedicar a la lengua común, a las inversiones empresariales o a la presencia geopolítica en el mundo global. Así lo entendió la Constitución española de 1978 («las naciones de su comunidad histórica») y en esa línea debemos perseverar. Por ejemplo, estudiando a nuestros clásicos. El célebre coloquio de Valladolid es un buen ejemplo de que nos importaba la suerte de los indios. Desde la mentalidad calvinista nunca se planteó nada parecido: nadie ponía en duda la superioridad natural del hombre blanco. El estudio de la América colonial muestra la eficacia de la organización administrativa y ofrece, sobre todo, un lúcido panorama de los instrumentos para compensar el absentismo regio, que no se liquidó hasta medio milenio después. Desde la figura del virrey a los sellos y documentos, la autora nos conduce hasta las fiestas populares, los toros y el teatro en el marco de la teoría de los símbolos políticos. El lector puede ampliar su información con los textos de Mircea Eliade, hoy tan olvidado. Una prueba más de que los españoles podemos sentir orgullo legítimo por aquella América que tanto nos importa, desde el Río Grande (y aún más al norte) hasta la Patagonia (y todavía más al sur). 	

De los Austrias a los Borbones. La catedrática Teresa Nava se ocupa de una materia capital en el Antiguo Régimen y, en general, en toda forma monárquica de gobierno, porque afecta sustancialmente a la legitimidad del poder. Por la misma razón es determinante la afirmación constitucional de 1978 («legítimo heredero de la dinastía histórica») o el impecable mecanismo de abdicación y sucesión entre don Juan Carlos y don Felipe. Más aún, la ley sucesoria era seña de identidad de la Constitución histórica, hasta el punto de que Juan Bodino, teórico de la soberanía a cargo de un monarca legibus solutus, exige que se respete como una de las «leyes fundamentales». En la guerra de Sucesión los dos pretendientes contaban con títulos suficientes. El triunfo del candidato francés fue decisión de las armas en el contexto del juego europeo de las potencias. Su consecuencia principal —escribe con razón la autora— fue configurar un nuevo sujeto político, España como nación, más grande que Castilla pero menos que el imperio. 

Es significativo que el último Austria, el Hechizado Carlos II, y el primer Borbón, el depresivo Felipe V, coincidan en rasgos de carácter poco o nada adecuados para ejercer tan alta responsabilidad. Pero una vez más el juicio de la historia es cambiante. Ha mejorado mucho la opinión sobre Carlos II desde la reedición del duque de Maura y los trabajos de Luis Ribot. A su vez, Felipe V se benefició del ambiente favorable al espíritu de la Ilustración francesa que se percibe desde hace ya tiempo entre los historiadores españoles. Por lo demás, este capítulo explica con buen estilo el funcionamiento real del poder a través de los validos y los cambios institucionales operados entre uno y otro reinado. La Corona adapta su trayectoria para afrontar ahora retos muy diferentes a los grandes designios geopolíticos del pasado.

La distinción entre Ilustración política, fundamento ideológico del Estado constitucional, y despotismo ilustrado, versión tardía del absolutismo monárquico, muy bien explicada por Werner Naef, planea sobre el capítulo elaborado por la profesora Pérez Samper. Austrias y Borbones jugaban sus bazas en el contexto del Estado absoluto y, como bien explica la autora, el conflicto fue «una guerra civil en el interior de una gran guerra internacional». De nuevo la historia tiene que luchar contra el mito; en este caso, la falacia de «España contra Cataluña», porque defensores de uno y otro bando los hubo por todas partes. 

La principal aportación borbónica en el siglo XVIII fue la puesta en marcha de la construcción de un Estado: plantear reformas útiles y prácticas de acuerdo con el Espíritu de la Época e incorporar al gobierno a los mejores entre los ilustrados. Obviamente, hubo reyes más inteligentes y audaces que otros. Y con el Estado se refuerzan las expresiones culturales del poder, ya sean el palacio real, los retratos de Goya, las primeras Academias o las expediciones científicas al continente americano. Varias generaciones de estudiosos (Jean Sarrailh, Miguel Artola, Gonzalo Anes, Carmen Iglesias) construyen el modelo de Carlos III como rey ilustrado por excelencia y, por ello, primer servidor del Estado. También hubo sombras, faltaría más. Un solo ejemplo, más allá de lo anecdótico: recién nombrado ministro de Gracia y Justicia, Jovellanos llega a Madrid y le invitan a almorzar con Godoy, a quien acompañan su esposa, la condesa de Chinchón, y su amante, Pepita Tudó. Para mayor lamento del prócer asturiano, ejercía en la corte como actriz principal María Luisa, «la parmesana», que así llamaba Jovellanos a la reina con desprecio mal disimulado. 

¿Hubieran sido factibles el Estado y la nación en España si hubiera triunfado el austracismo? Una vez más, la historia contrafactual se diluye en puro juego intelectual. Vale más admitir que la «argucia de la razón» hegeliana prefirió la solución borbónica. Y así nos situamos en la España del XIX, a partir del capítulo que firma el catedrático Moreno Alonso. El protagonista único de la Corona ante el «torbellino» revolucionario fue Fernando VII, primero el Deseado, luego «el felón», y ello no solo para la historiografía whig a la española, sino también —entre otros muchos— para Marcelino Menéndez Pelayo: «Merece la execración de la posteridad». En definitiva, el «caso» Fernando VII concluye con una severa condena como rey mezquino, cobarde y cruel. La dinastía traicionó en Bayona a una nación «desamparada y sola» (Quintana) a la que Cádiz otorga por fin una patria (Argüelles). Hasta aquí la lectura dominante, que exige mirar para otro lado respecto de unas cuantas evidencias: el pueblo (o vulgo o populacho, lo que se prefiera) desplegó su heroísmo contra Napoleón como reflejo de esa identificación entre nuestra nación y la premodernidad que tanto ha hecho sufrir a la Tercera España. Es el caso del citado Jovellanos, patriota malgré lui, o de Blanco White y de otros ciudadanos ilustres. La revisión historiográfica sobre «la Pepa» y el trienio muestra los muchos errores cometidos por los excesos de un sectarismo incompatible con la causa liberal. Pero era preferible en todo caso a la ominosa década que nos sitúa —como dijo Artola— ante un tiempo sin historia. Fernando VII murió en la cama y ni siquiera dejó resuelta la cuestión sucesoria, exigencia mínima para cumplir con la obligación principal de un monarca absolutista. 

A pesar de todo, surgió entonces la monarquía constitucional que estudia el profesor Marcuello Benedicto en tres periodos muy diferentes que cubren la longue durée del siglo XIX. Por allí desfilan Isabel II, el efímero don Amadeo y Alfonso XII con sus múltiples avatares jurídico-constitucionales y las citas de referencia, desde Díez del Corral a Varela Ortega pasando por los añorados Joaquín Varela Suanzes o Javier Tusell. Periodo con mala prensa, denostado por los nostálgicos de tiempos mejores y por los promotores de novedades mayores. Es mucho más inteligente desarrollar una lectura posibilista, porque entonces se construyó en España el Estado liberal burgués: débil, pero Estado; tímido, pero liberal; frágil, pero burgués. No supo (ni pudo, ni quiso) ser una democracia genuina, pero no hay que rasgarse las vestiduras porque el siglo XIX en toda Europa está plagado de caciques provincianos, sufragios censitarios y facciones oligárquicas. Con toda su brillantez intelectual, la mater dolorosa de Álvarez Junco tiene más que ver con el carácter depresivo de las elites españolas que con un imaginario excepcionalismo negativo. Felizmente, empezamos a juzgar a la Restauración en lo que tuvo de positiva: civilismo versus militarismo; focos de progreso socioeconómico; turnismo partidista, falseado pero eficiente. Dice bien el autor de este capítulo que debemos poner en valor esa política de «estabilización transaccional» que echaremos de menos en el siglo XX. Notables biografías de Isabel II (la de Isabel Burdiel es ahora la referencia) y monografías notables sobre Alfonso XII dejan todavía pendiente de revisión historiográfica el muy digno reinado de don Amadeo, más allá de las teorías conspirativas sobre el asesinato de Prim. 

Otro notable estudioso de la época, el profesor Carlos Dardé, explica el periodo de Alfonso XIII en sus dos etapas, constitucional y dictatorial, en el marco de una España que no supo modernizarse a tiempo. Pero que —reitero— no era un caso único y la Gran Guerra de 1914 es buena prueba del fracaso de Europa como lo fue la Segunda Guerra Mundial entre democracias en crisis y totalitarismos en auge. Lo resume así Mercedes Cabrera: España tuvo, como los demás, su «crisis de liberalismo político provocado por la irrupción de las masas», pero no fue producto de una «perversa excepcionalidad» sino de un contexto irresponsable. Y ahí fracasa, no obstante sus cualidades personales, aquel rey que quiso gobernar y perdió la Corona en el empeño. Fracasó como rey-político y como rey-soldado, sin olvidar algunos aciertos como rey-diplomático o el proceso de modernización de las elites sociales impulsado por la reina Victoria Eugenia. Ni los partidos dinásticos fueron capaces de superar sus conspiraciones de salón, ni el régimen electoral consiguió superar la sobredosis de «encasillados» y «cuneros», ni nadie dio respuesta al Vieja y nueva política de Ortega o a los partidos y sindicatos que pretendían ser de masas. Solo una buena propuesta «cultural», en la brillante pero inocua Edad de Plata. Atendamos al contexto como es debido: Mussolini ya en el poder; Hitler de camino; la revolución de los soviets... ¿A quién puede extrañar el autoritarismo sin pulso político de Primo de Rivera? Y así, entre monárquicos desengañados, republicanos convencidos y «accidentalistas» indecisos llegó la república en 1931. 

Pocos capítulos tan difíciles de enfocar como el relativo a la Segunda República. Volvamos a Cervantes: los historiadores deben ser «puntuales, verdaderos y no nada apasionados». El profesor Moral Roncal se muestra especialmente crítico con la damnatio memoriae y la «sed de venganza», rasgos constitutivos a su juicio del régimen nacido el 14 de abril de 1931 respecto de la institución monárquica. Gestos para la historia: el rey en el exilio reivindica «el mayor sacrificio» de su vida, la salida voluntaria de una España que «ya no me quería». Los monárquicos ven reducida, día tras día, su presencia en el espacio público republicano pese al esfuerzo infatigable de sus órganos de expresión periodística o doctrinal. Los tópicos dicen verdades: ese esfuerzo inútil les condujo a la melancolía. Nunca sabremos si una monarquía constitucional liberada de las lacras de la Restauración tardía hubiera «centrado» la posición de España entre democracias y totalitarismos. Una vez más, el ambiente exacerbó los ánimos y alentó los extremismos. Deuda eterna de la sociedad española con la moderación y el sentido común. ¿Y qué decir de los cultos y avanzados países europeos? El golpe de Estado fallido el 18 de julio que derivó en cruenta guerra civil carece de justificación legítima para quienes somos defensores inequívocos del Estado constitucional. Pero, desde la perspectiva de la Corona, el factor de moderación que lleva consigo la forma monárquica hubiera puesto más difícil a los hunos y a los hotros traducir el odio en violencia. Sea como fuera, es inútil lamentarse a estas alturas. 

El académico Enrique Moradiellos traza con la mano segura propia del especialista una historia de voluntad de poder disfrazada de sutilezas jurídicas. He aquí los fundamentos de la España de nuestro tiempo: la que felizmente ha sido (monarquía restaurada; heredero legítimo; modelo parlamentario) y la que dejó de ser (monarquía instaurada; sucesor «a título de rey»; «tradicional, católica, social y representativa»). Todo un ejercicio de retórica y conspiraciones de salón a cargo de minorías selectas cuya lealtad a la causa monárquica chocaba una y otra vez con los hechos tozudos. Sobre el tablero, el futuro institucional de España. Las cartas cruzadas entre Franco y don Juan y las entrevistas personales, cargadas de gestos simbólicos, solo podían tener un final: el conde de Barcelona fue «el único titular de la dinastía borbónica que no pudo reinar». Max Weber hubiera dicho que nunca se podrían entender el «jefe del Estado de la nación española», caudillo carismático, y un rey en el exilio imbuido de un alto sentido de la legitimidad histórica y dispuesto a apostar por la legitimidad racional. Al final se impuso… España, el patriotismo mejor o peor entendido por unos y por otros para cancelar el conflicto incivil en nombre del interés general de los españoles. Una vez leídos desde esta perspectiva los documentos ya conocidos que Moradiellos trae a la causa de forma muy pertinente, el ciudadano consciente confirma su intuición de que la transición democrática fue un milagro jurídico-político. Dictadura y democracia son conceptos opuestos. Virtud, necesidad y también fortuna en sentido renacentista, ejes capitales del pensamiento de Maquiavelo, lograron un punto de equilibrio que la Corona supo traducir en términos institucionales. Un éxito colectivo que no podemos desperdiciar sin incurrir en una grave responsabilidad colectiva. 

A medio camino entre el derecho y la política, Antonio Torres del Moral plantea una visión personal de la transición con un enfoque algo diferente al resto de los autores. El catedrático de Derecho Constitucional se proclama «republicano de buena fe» y, supongo que, por ello mismo, elogia el tránsito del franquismo a la democracia y a sus protagonistas, incluido el rey Juan Carlos. Pero, al margen de sus convicciones personales, aporta datos de interés e interpretaciones jurídicas sui generis sobre el famoso y bien acreditado paso «de la ley a la ley». Es sabido que varios autores relevantes se disputan la paternidad de esa operación de (buena) ingeniería jurídica. A mi juicio, fue sin duda Herrero de Miñón en El principio monárquico quien acertó con la clave. Alguien dijo entonces que no era posible reformar una Constitución inexistente y tenía razón en que las Leyes Fundamentales no eran tal Constitución normativa. No obstante, sirvieron como palanca a través de la Ley para (y no de) la Reforma Política, la «octava Ley Fundamental» según la calificación nada ingenua de Pablo Lucas Verdú. Quedan ya muy lejos las disputas doctrinales que revive el autor de este capítulo. Acaso son de mayor interés ciertas anécdotas que resultaron ser categorías, como la peluca de Santiago Carrillo y su posición determinante a favor de la entonces joven democracia. Todo historiador no sectario reconoce el papel del monarca como «motor» o «piloto» o cualquier otra metáfora al uso. Me parece especialmente relevante el discurso ante el Congreso de Estados Unidos, puesta de largo del proyecto español ante un auditorio tan exigente. La transición democrática es lo mejor que hemos hecho los españoles en política desde hace siglos y así se reconoce todavía hoy como tipo ideal de los procesos de modernización en los departamentos universitarios de todo el mundo. Y así seguirá siendo, si no nos empeñamos en destruir la obra bien hecha. Para evitarlo, bueno será convencer a estos republicanos patrióticos que —por fortuna— optan por la monarquía democrática y no por las aventuras de final incierto. 

El último capítulo, a cargo de Leopoldo Calvo-Sotelo, jurista distinguido, ofrece perfiles propios porque la historia se hace cada día y el futurólogo de oficio no suele acertar en el ámbito de las ciencias sociales. Explica muy bien el letrado mayor del Consejo de Estado las funciones del rey de España en el «tiempo ordinario» de la monarquía. Además del derecho histórico y comparado, es importante la definición oficial de España como reino a efectos de derecho internacional. Recuerdo como consejero nato de Estado un debate plenario en 2015 donde se argumentó sobre la conveniencia de mantener tal definición frente al (sorprendente) anteproyecto impulsado por el Ministerio de Asuntos Exteriores, que la suprimía. En este largo proceso que cuenta ya más de cuarenta años, la monarquía ha pasado de constitucional a parlamentaria sin un solo tropiezo. El impecable ejercicio por parte de don Juan Carlos y de don Felipe en su labor arbitral y suprapartidista es un activo determinante en el balance del Título II. Así, la contención del rey ante el Parlamento «colgado» de 2018 permite reflexionar sobre los defectos —antes invisibles— del artículo 99. Por fortuna, el monarca no prestó atención a ciertas propuestas ocurrentes, cargadas de buenas intenciones y de pésimas consecuencias. Son los «grupos políticos con representación parlamentaria», encauzados por el presidente del Congreso de los Diputados, quienes deben acudir a la Zarzuela con los deberes bien hechos. Y cada día los reyes practican en la escuela de la democracia, en contacto habitual con la sociedad española, sin cortesanos ni camarillas, aunque algunos se crean muy influyentes. Siempre a la altura (o un paso por detrás, como es prudente) de las novedades que traen los tiempos en este umbral de épocas. A la altura también, ejerciendo el liderazgo constitucional, en los momentos de grave crisis, uno por cada reinado, que todos tenemos en mente. Impecable jurídicamente por su simplicidad, la sucesión en la Jefatura del Estado es prueba inequívoca de la salud institucional de la Corona. Sobre los acontecimientos actuales, solo cabe reclamar prudencia y sentido de Estado a todos los protagonistas: no hay que dar bazas gratuitas a los enemigos de la España constitucional.

*   *   *



Como ejercicio escolar de redacción, he aquí la hoja de servicios de la Corona española a través de su trayectoria histórica. La monarquía integra la pluralidad de los pueblos a partir de los visigodos. Contribuye a la formación del Estado como forma política durante la larga Edad Media. Unifica España como sujeto internacional con los Reyes Católicos. Vertebra la singularidad de los diferentes reinos en tiempo de los Austrias. Se hace presente simbólicamente en las Américas. Transfiere la legitimidad dinástica de los Austrias a los Borbones tras la guerra de Sucesión. Impulsa la construcción de un Estado nacional según los principios de la Ilustración. Coadyuva —con más sombras que luces— a resistir la invasión napoleónica. Preside la madurez de la administración pública y la sociedad civil bajo una burguesía (poco) revolucionaria y (bastante) conservadora. Procura erróneamente adaptarse al autoritarismo en la Europa de entreguerras. Sobrevive dignamente en el exilio durante la Segunda República. Alumbra una frágil esperanza de libertad y democracia en tiempos de dictadura. Ejerce el liderazgo que trae consigo la transición democrática. Por último, actúa de forma políticamente ejemplar las funciones constitucionales del rey, con o sin sobresaltos, bajo la Constitución de 1978. El lector juzgará este balance según sus propios criterios, pero parece difícil aportar una hoja de servicios más completa. 

La Corona en España contribuye con perfiles de objetividad científica a una polémica cargada (con frecuencia) de intenciones espurias. Se trata de explicar con argumentos razonables la decisiva aportación de la Corona a la configuración del Estado y de la nación en España. Hace falta insistir en el debate de las ideas. En la misma línea se desarrolla el trabajo de las Reales Academias, bajo el patronazgo —establecido por la Constitución— del propio rey. Hay que valorar positivamente el esfuerzo de unas cuantas fundaciones y asociaciones, así como de la Red de Estudio de las Monarquías Contemporáneas (REMCO) y algunas cátedras y grupos de estudiosos que elaboran informes de calidad reconocida. No obstante, falta mucho por hacer, y por ello esta obra colectiva merece todos los elogios (sine ira et studio) para transmitir una idea nuclear: en la España del siglo XXI, monarquía es democracia.

«Me gustan los prólogos», dice el cónsul Geoffrey Firmin en uno de sus raros momentos de sobriedad durante el transcurso de Bajo el volcán, la excepcional novela de Malcolm Lowry. Le gustan —seguramente— porque son breves y dejan el protagonismo a quien le corresponde; en este caso, a los coautores de un libro apto para académicos rigurosos y también para ciudadanos preocupados por el futuro de España.
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La monarquía, que creó el reino de los godos en la Península ibérica, subsistió hasta el 719, fecha del final del último rey, Ardón, víctima de la conquista por el primer Imperio árabe islámico. Desde un punto de vista institucional esa monarquía principió en el 395 con Alarico I. Aunque es verdad que la tradición goda del siglo VII consideraría como fundador a Atanarico, famoso juez supremo de los godos tervingios o vesios (365-381), a pesar de haber sido un perseguidor del cristianismo. Muy probablemente Atanarico era padre de Alarico I. Por tanto, desde este punto de vista la posterior monarquía goda que reinó en España se fundó en los Balcanes, muy lejos de las tierras hispánicas y en un contexto germánico. Por ello, el primer punto a estudiar debe ser el de sus orígenes germánicos.





ETNOGÉNESIS GODA Y RAÍCES GERMÁNICAS DE LA MONARQUÍA

Lo primero que hay que tener en cuenta para comprender tanto la fundación de la monarquía goda por Alarico en 395, como ciertas características que perduraron a lo largo de toda su historia, es el proceso de etnogénesis goda.

Los godos constituyen la etnia principal de los llamados germanos orientales; una denominación basada en criterios lingüísticos, pero que incide también en importantes características sociopolíticas que afectan tanto a su monarquía como a la elite político-social en que esta se basó. Precisamente el lento proceso de etnogénesis goda, a lo largo de una larga migración, en el tiempo y en el espacio, constituyó un factor muy importante en lo que conocemos como grandes invasiones germánicas sobre el Imperio romano. En el primer siglo de nuestra Era se habría producido la primera etnogénesis goda en el territorio comprendido entre el Oder medio y el Vístula, surgiendo así los gutones, de quienes hablaron los autores grecorromanos del Alto Imperio. En torno a un núcleo aristocrático godo se pudo llegar a organizar una potente confederación tribal, en la que de manera más o menos subordinada formaron parte burgundios del Vístula inferior, vándalos, sobre todo los orientales o hasdingos, y hasta un pueblo protoeslavo conocido como los vendos. Sin duda testigo de esos lejanos orígenes bálticos sería el mismo nombre del gran linaje de los Baltos, al que perteneció el propio Alarico y gran parte de sus sucesores hasta la segunda mitad del siglo VI, de modo que sería más propio hablar de monarquía goda de los Baltos, que calificarla solo de gótica. También tendría un origen báltico el linaje de los Galindo, que se testimoniará desde mediados del siglo VIII, y liderará el proceso de creación del núcleo soberano cristiano que devendrá unos decenios después en condado de Aragón.

Pero sin duda el momento decisivo en la etnogénesis gótica, y en la configuración de la Germania oriental de vísperas de las grandes invasiones, se produjo con la nueva y vastísima migración que condujo a importantes grupos de gutones desde su hogar báltico hasta las orillas del mar Negro. Causa para la emigración goda pudo ser la llegada al bajo Vístula de un grupo étnico escandinavo emparentado con ellos: los gépidos. La emigración goda, comenzada a mediados del siglo II, sería un proceso lento y por etapas, en el que no todos sus participantes llegaron a la meta, sirviendo así esta para marcar un amplísimo espacio cultural gótico desde las orillas del Báltico a las del mar Negro. En ese espacio cultural gótico se integrarían y circularían no solo grupos étnicos germanos —vándalos, hérulos, yutos, taifales, etc.—, sino también otros sármato-iranios. Sin duda, esta experiencia migratoria explica la posterior facilidad de las monarquías godas para aglutinar en torno suyo a fragmentos poliétnicos muy diversos. La estancia de los godos en las llanuras entre el Don y el bajo Danubio tendría particular importancia en la etnogénesis gótica final, pues allí se cimentaría una profunda sarmatización del elemento germano godo, así como iranización. Dichas influencias se concretaron, entre otras cosas, en la adquisición de ciertos elementos típicos de los pueblos de jinetes de las estepas, tales como la importancia de la caballería pesada y del arco compuesto, el típico kaftán y gorro iranio, y el gran carro del nómada. De sármatas y alanos aprenderían también las maneras de entrar en contacto, violento y pacífico al mismo tiempo, con las muy helenizadas ciudades de la costa póntica, lo que se trasladaría posteriormente a sus relaciones con el Imperio romano. De tal forma que, aunque no sea ya sostenible la tesis de la total sarmatización gótica en el sentido propuesto por G. Vernadsky, lo cierto es que hubo una intensa conexión y cooperación entre las aristocracias goda, sármata y alana.

A partir de 238, y hasta los duros castigos infligidos por los emperadores Claudio el Gótico (268-270) y Aureliano (270-275), un potente reino godo unificado trataría de romper las fronteras del Imperio romano, tanto en los Balcanes como mediante sangrientas incursiones por todo el ámbito del Egeo, hasta el interior de Asia Menor. Las derrotas infligidas finalmente por las armas romanas serían causa decisiva en la división del pueblo godo en dos, lo que tendría grandes consecuencias en la posterior historia goda. Los grupos godos asentados al este del Dniéster pasaron a denominarse greutungos, fundamento principal de los posteriores ostrogodos, permaneciendo gobernados bajo una estructura monárquica, que la tradición posterior hizo monopolizar por el clan de los Ámalos, a quienes consideraba herederos de la anterior realeza gótica unificada. Por su parte, los grupos góticos situados entre el Dniéster y el Danubio bajo el apelativo de tervingios o vesios (visigodos) adoptarían formas de gobierno más abiertas y autónomas, —rechazando la realeza—, bajo el caudillaje de poderosas familias aristocráticas, entre las que la tradición y la historia visigoda posterior destacaría a los Baltos, ya reseñados con anterioridad. Merece la pena señalar también que, por su misma situación geográfica y estructura sociopolítica, el grupo tervingio-vésico tenía un carácter poliétnico mucho más amplio que sus hermanos orientales, diferenciándose en su seno otras etnias menores aliadas, como era el caso de los taifales, que en la Península ibérica acabarían dando nombre a la localidad navarra de Tafalla. A consecuencia de esta misma posición geográfica, los tervingios estarían sometidos a una influencia cultural romana a todo lo largo del siglo IV, constituyendo un importante reservorio de buenos soldados para los ejércitos romanos. 

Por ello, y contra lo que se ha pensado con frecuencia, el ejército de la originaria monarquía goda en su organización repite estructuras propias de los ejércitos imperiales romanos del siglo IV. De este modo algunas leyes «antiguas», procedentes del Código de Eurico (466-484) muestran cómo en ese momento el ejército godo tenía como unidad táctica inferior la «decanía», mandada por un «decano». Diez «decanías» constituían una unidad superior, la «centena», mandada por un «centenario», sin duda la unidad táctica más importante. La reunión de varias centenas seguramente formaba una thiufa, comandada por un thiufadus. Además de estos oficiales algunos otros textos, legales o no, mencionan a «quingentenarios», y «milenarios», sin especificar qué unidad táctica u operativa tenían a su mando. Constituyendo en su conjunto prueba de su perfecta adaptación a las divisiones del ejército romano contemporáneo, cuya articulación operativa y de mando los godos habían asumido como propia cuando formaron parte de este a finales del siglo IV y en la primera mitad del V, como regimientos étnicos a sueldo del Imperio (foederati). Los primeros monarcas Baltos, como Alarico y Ataulfo, habían buscado su nombramiento como generalísimos, al menos de carácter regional (magister utriusque militiae). Y como tales desarrollaron un estado mayor, que era a la vez parte esencial de su corte, modelado a imagen de los que rodeaban a esos grandes generales imperiales. En dicha corte destacaba un grupo de oficiales de elite, denominados (protectores) domestici, un término que se tradujo al godo como «gardingo». Los gardingos, como miembros destacados del palatium, perduraron hasta la destrucción del reino godo entre 711-719.

Es común aceptar que bajo los términos «tiufa» y «tiufado» se oculten un oficial y una unidad militar conocidos como milenario y milena entre ostrogodos y vándalos, de tal forma que la tiufa agruparía a 1.000 guerreros. Tiufa y tiufado son sin duda palabras godas, ni latinas ni griegas, pero su etimología nada tiene que ver, como a veces se ha dicho, con tusundi (=mil), sino con thius (=esclavo, siervo). De tal forma que etimológicamente el tiufado sería algo así como «el jefe de los esclavos», lo que sin duda hace referencia a la importancia que tenían en el ejército godo del siglo V los esclavos del propio rey (servi dominici), a los que esos mismos textos legales asignan funciones de reclutamiento. La importancia de estos últimos se basaría, por el contrario, en el papel preponderante de los «séquitos» armados de abolengo germánico en la constitución de la monarquía goda, de lo que se hablará más adelante.

Indudablemente el modelo para el ejército de Alarico I († 410) y sus sucesores fueron los potentes y muy profesionales ejércitos praesentales o de maniobra del Imperio romano de la época. Muy pocos años antes de fundar su «monarquía militar» (Heerkönigtum) el Balto había combatido al frente de sus bárbaros en un ejército de los más fuertes que jamás había existido: el que derrotó en la batalla de la Ribera Fría al usurpador Eugenio en septiembre de 394. Con su sucesor Ataulfo (410-415) la totalidad de ese ejército godo alcanzó los 15.000 guerreros. Aunque con la fundación del reino de Tolosa una parte de ese ejército tuviera que dedicarse a funciones de guarnición, todavía, y por muchos años, continuaría un número importante de regimientos godos permanentemente en campaña. Muchas veces como tropas federadas del Imperio, encuadradas junto a otras unidades regulares del ejército de maniobra galo o hispano, y otras veces, sobre todo a partir de mediados de siglo, actuando por cuenta propia para ensanchar los dominios de la monarquía Balta tolosana. 

Indudablemente estos larguísimos movimientos migratorios de los godos y sus asociados, con sus concomitantes procesos de etnogénesis y de formación de más vastas y centralizadas unidades políticas, no habían tenido lugar más que en el marco de unas transformaciones sociopolíticas comunes a todos los llamados germanos orientales de enorme trascendencia. Ya Tácito destacaba en su Germania cómo los germanos orientales de principios del siglo II contaban con regímenes monárquicos más poderosos y centralizados que sus hermanos occidentales. Los grandes procesos migratorios, de luchas contra poderosos enemigos y finalmente el propio Imperio romano, y de asentamiento (Landnahme) provocarían la aparición de poderosas monarquías y aristocracias, cuya riqueza y poder se basaban en el control de amplios séquitos de gentes armadas y dependientes de las mismas, cuyo mantenimiento posibilitaba y exigía la realización de acciones bélicas y de saqueo casi continuas. Lo que a su vez era causa de un muy considerable aumento de las relaciones entre las aristocracias de unos grupos étnicos con las de otros y con el mismo Imperio romano, cada vez más dispuesto en sus fronteras danubianas a aceptar a dinastas germanas con sus séquitos armados. La existencia de tales monarquías y nobleza militarizadas posibilitaba la concentración de importantes riquezas mobiliarias, constituidas en su mayor parte por bienes de lujo importados de Roma, al tiempo que tales riquezas tenían una clara función de prestigio para sus propietarios. Esto se refleja arqueológicamente en la aparición y difusión en todo el ámbito de la Germania oriental de las llamadas tumbas principescas (Fürstengräber), caracterizadas por su rico y militarizado ajuar. Dichos enterramientos se habían iniciado entre el 50 y el 150 en Pomerania, para extenderse luego por todo el ámbito cultural gótico. 

Durante el tiempo previo a las grandes invasiones de fines del siglo IV, la base de todo poder social y político en las diversas agrupaciones populares germánicas, como la goda tervingia danubiana, se conoce como «soberanía señorial» (Hausherrschaft). Es decir, en un momento determinado se había concentrado en manos de unos pocos un dominio territorial sobre el que se ejercía una plena soberanía (Munt). Esta última alcanzaba a todos los que habitaban y trabajaban en esa unidad territorial, que también lo era económica, y que podía abarcar a una aldea entera. Entre dichos habitantes se encontraban gentes de condición no-libre, esclavos siempre asentados con su familia en una tierra, pero sobre todo un extenso grupo de semilibres según las concepciones jurídicas romanas. Estos últimos se encontraban unidos al «señor de la casa» (Hausherr) mediante un estrecho lazo de obediencia, lo que les obligaba a formar parte de su mesnada cuando aquel decidía realizar alguna expedición militar contra terceros. Cercana a esta forma de dependencia en su funcionalidad militar, aunque muy distinta en todo lo demás, está la conocida con el nombre alemán de Gefolge (séquito). Por medio de ella hombres de condición libre, con frecuencia jóvenes extranjeros en busca de aventuras y fortuna, se unían a un señor con un lazo de fidelidad y mutua ayuda, que no de obediencia, pero conservando su libertad personal. No cabe duda de que estos séquitos, de exclusiva significación militar, jugaron un gran papel entre los pueblos germanos de las grandes invasiones de los siglos IV y V, acelerando el proceso de jerarquización sociopolítica y consolidando una auténtica nobleza guerrera. Sin embargo, no debe olvidarse la estrecha unión entre dicha institución y la de la «soberanía señorial» antes mencionada, de forma que siempre continuarían existiendo los otros séquitos compuestos de aldeanos y gentes no-libres, dando lugar a que en algunos pueblos pudiese producirse una confusión entre ambos. Muchas de las realezas germánicas de la época tuvieron su origen en tales séquitos. En esos casos se trató de la elección como «rey del pueblo en armas» (Heerkönig) del jefe de uno de tales séquitos. Este sería el caso de la nueva monarquía Balta erigida por el godo Alarico I. Ante las expectativas de grandes ganancias de botín o de tierras pudieron entrar a formar parte de los séquitos más potentes gentes de condición social elevada, jefes a su vez de otros séquitos, estableciéndose de esta forma una verdadera jerarquía dentro de estos. Como consecuencia de una invasión exitosa y del inmediato asentamiento (Landnahme) en tierras del Imperio dichas «monarquías militares» no pudieron por menos de consolidarse. Y este sería el caso de la goda de los Baltos, como se verá más adelante.

También conviene tener en cuenta, a la hora de explicar las causas y desarrollo de las grandes invasiones como la de los godos, los mecanismos de formación de las unidades populares que participaron en las mismas y que aparecen mencionadas en las fuentes romanas de la época, proceso conocido en lengua alemana como Stammesbildung («formación de las estirpes» o «etnogénesis»). Sin duda siempre ha sorprendido la facilidad con que aparecen en el escenario histórico grandes agrupaciones populares con unos nombres y una definición étnica muy determinada en apariencia, que sin embargo pueden desaparecer al poco tiempo, ante un primer gran descalabro militar, sin dejar la menor huella. La explicación de dicha aparente paradoja la ofreció R. Wenskus. Según su teoría casi todos los pueblos germánicos de la época de las invasiones tenían como elemento aglutinante un linaje real en torno al cual se adhería un núcleo reducido de otros linajes, portador del nombre y las tradiciones nacionales de la estirpe. Mientras este núcleo se mantuviera más o menos intacto la agrupación popular subsistiría, pues podría ir aglutinando y dando cohesión a elementos populares heterogéneos en un proceso de etnogénesis continua. Dicha teoría resuelve además otra de las paradojas de los relatos antiguos sobre las invasiones: la exigüidad de las llamadas «patrias» o lugares de origen de las varias estirpes germanas —con frecuencia ubicadas todas en Scandia (sur de Escandinavia), auténtica «vagina de pueblos»— y la gran importancia que estas pudieron alcanzar en el apogeo de su carrera histórica.





LA CRISTIANIZACIÓN Y EL ARRIANISMO DE LA MONARQUÍA GODA

La otra gran influencia del Imperio y civilización romana sería la llegada de la religión cristiana, que habría de constituirse unos decenios después en característica esencial y legitimadora de la nueva monarquía goda de los Baltos. Por ello conviene que prestemos alguna atención a cómo se produjo la cristianización en el conglomerado popular, que se definía étnicamente como godo, en el que surgió a finales del siglo IV la monarquía Balta de los godos. 

Antes de su llegada la religión tradicional de raíz germánica había jugado también un papel muy importante en la formación y preservación de esas identidades étnicas producidas a partir de unos determinados linajes. A este respecto no se puede olvidar que el paganismo germánico tradicional estaba profundamente relacionado con el predominio social y político de las familias aristocráticas. El culto a los dioses Ases relacionaba con la divinidad los supuestos ancestros de dichas familias, y por intermedio principal de las diversas genealogías de los hijos de Mannus —el «ser humano», descendiente del dios Tuisto y ancestro de los pueblos germanos— esos cultos tradicionales explicaban y fortalecían las diversas identidades étnicas con el protagonismo esencial de los jefes de las grandes estirpes aristocráticas. Para el desarrollo y propaganda de tales cultos étnicos resultaba fundamental una especial literatura oral, como eran los famosos carmina antiqua recordados por Tácito. En esencia, estos contenían unas teogonías que en sus estratos más recientes se trasmutaban en auténticas genealogías étnicas y, finalmente, dinásticas. La productividad de estas expresiones literarias tradicionales para tales fines de predominio social y político, y de identidad étnica, en fechas muy tardías, incluso ya en un momento de avanzada cristianización, queda demostrada con los ejemplos de la conocida genealogía Amala de Teuderico transmitida por Jordanes y el Origo gentis Langobardorum conservado, junto a la lista real longobarda, en el Edicto de Rotario, ya del siglo VII. En esta perspectiva era absolutamente normal que la cristianización de un grupo étnico o linaje, o la sustitución de una doctrina cristiana, como el arrianismo o la ortodoxia nicena, por otra, fueran asuntos de enorme importancia política y de vital incidencia para el futuro de esa etnia o linaje.

La primera comunidad cristiana organizada entre los denominados bárbaros, con plena conciencia de su identidad cultural y étnica, sin duda fue la del obispo godo Ulfila en la segunda mitad del siglo IV, teniendo por centro la sede episcopal de Nicópolis (Nikópol, Bulgaria). Sin embargo, sería erróneo pensar que hacia el año 400 la comunión arriana (homoea) gótica se plantease como un objetivo principal su diferenciación respecto de la Iglesia del Imperio, para servir así de instrumento básico de la identidad étnica goda, pues cuando Ulfila predicó el cristianismo entre los godos la verdad es que el arrianismo era casi tan poderoso en las provincias danubianas del Imperio romano, algunos de cuyos emperadores comulgaban con esta fe con anterioridad a Teodosio. Sin embargo, cuando en 397 Alarico invadió las provincias balcánicas del Imperio al frente de su recién creada monarquía goda Balta la situación era ya diferente. 

Por eso en su momento Ulfila y sus continuadores se identificaban exclusivamente como cristianos a secas y, por tanto, hasta cierto punto también como cristianos romanos, sino (incluso) muy especialmente católicos. Es más, la labor de apostolado entre los godos realizada por Ulfila era concebida por este y sus seguidores como la de introducir a unos bárbaros en el universo civilizado que era la Cristiandad, formando así estos nuevos cristianos parte del «único rebaño de Cristo, señor y Dios nuestro, un único culto y un único edificio... una única reunión de cristianos». Esa pretensión de pertenencia a la única Iglesia católica, que también tenía que ser la del Imperio, por parte de la iglesia goda ulfilana era aceptada por un sector de la jerarquía eclesiástica de la Pars Orientis en los primeros decenios del siglo V. Y de esta manera se asumía la idea de que la cristianización de los bárbaros suponía su introducción en el mundo civilizado, siendo los nuevos y auténticos bárbaros los paganos, incluso aunque vivieran dentro de las fronteras del Imperio. Representante conspicuo de estas ideas fue el conflictivo obispo de Constantinopla san Juan Crisóstomo. Según él, Cristo, desde un principio, no había hecho distinción alguna en su predicación entre bárbaros y no bárbaros. Por ello, y precisamente así, romanos y bárbaros cristianizados, aunque arrianos, podían y debían convivir en paz y asistir conjuntamente al mismo banquete eucarístico.

La situación en el cristianismo romano era ya distinta cuando Alarico I asumió la fe de Ulfila, rompiendo con la continuidad del paganismo germánico defendido por su padre Atanarico, y que legitimaba su posición en el culto a las divinidades ancestrales (Ases) vinculadas a los orígenes de su propia etnia y estirpe, aunque ya otros miembros del linaje Balto, como Fritigerno, habían asumido la nueva fe. Pero para entonces en el Imperio había sido arrinconada la fe arriana por la nicena, y declarada la ortodoxia oficial del Imperio romano y cristiano por el emperador Teodosio († 395).

A principios del siglo V es evidente que muchos hombres de Iglesia en el Occidente romano no podían tener una opinión positiva de bastantes bárbaros invasores, por más que estos dijeran que eran cristianos. En 385 el poderoso obispo milanés Ambrosio consideraba ya a los godos arrianos como falsos cristianos, en verdad paganos, y a sus clérigos «servidores de los ídolos». Y de este modo el viejo tópico clásico del bárbaro cruel y hereje acabó convirtiéndose en el único o principal significado del término en el Occidente romano-germánico del siglo VII. Sin embargo, Alarico y sus sucesores en la monarquía goda creada por este, se mantuvieron fieles al arrianismo ulfilano, hasta la conversión del rey Recaredo en 589. Ulfila había traducido el Nuevo Testamento a la lengua goda, convertida así en la primera lengua germánica literaria, hecho que dio enorme prestigio a la inmediatamente posterior monarquía goda frente al resto de monarquías militares germánicas de primera generación (vándala, burgundia, etc.), pues la traducción de «la palabra de Dios» al godo igualaba a su cultura literaria con la griega y la latina a ojos del radicalismo cristiano. El arrianismo diferenció así a los godos y a su monarquía del peligro mayor que acechaba a ambos para su continuidad diferenciada una vez establecidos en territorio imperial: su disolución en medio de una población de credo niceno infinitamente superior. El arrianismo venía también así a vincular todavía más al rey godo con sus súbditos godos o de otra procedencia étnica germánica, manteniendo en la liturgia el uso de la lengua gótica y cierta tradición teológica propia; además de que alguna particularidad litúrgica arriana, como el que la comunión del rey se diferenciara drásticamente de la del resto de los comulgantes, reforzaba también la importancia de la figura regia frente al resto de los nobles godos. Todo ello explica la resistencia de la monarquía goda a abandonar el arrianismo. Incluso, cuando la situación se hizo insostenible al blandir la reconquista imperial de Justiniano la bandera de la ortodoxia católica, el rey godo Leovigildo (569-586) intentó una imposible solución de compromiso, proclamando que su fe, arriana modificada, era la verdaderamente católica mientras que la ortodoxia nicena era tan solo «romana», imperial. Intento desesperado al final solucionado por su leal hijo y sucesor Recaredo.





EL ESTABLECIMIENTO DE LA MONARQUÍA GODA EN LA DIÓCESIS DE LAS ESPAÑAS

El historiador Orosio, un aristócrata hispanorromano oriundo de la actual Galicia, nos ha transmitido —tras oírlo de terceras personas— lo que pudo ser un proyecto político utópico del segundo rey godo, el Balto Ataulfo (410-415), cuñado de Alarico I. Dicho proyecto se hizo público cuando contrajo matrimonio en Narbona, en enero de 414, con la bella y decidida princesa romana Gala Placidia, hermana del emperador Honorio, y no era otro que convertir el Imperio de los romanos en una nueva Gotia en la que su monarquía goda Balta colaborase como fiel guardián de sus fronteras y del orden interno. La prematura muerte del hijo de tal matrimonio, Teodosio, habría desvanecido por completo un sueño del que el mismo nombre del recién nacido, igual que el de su abuelo materno, el último gran emperador, constituía su mejor propaganda. En todo caso no cabe duda de que la transformación de la Romania en una Gotia excedía las capacidades militares de la monarquía de los Baltos. Sin embargo, que a Ataulfo y al grupo de nobles senadores galorromanos que le acompañaban en Narbona se les ocurriese dicha idea, exige plantear una pregunta histórica de largo alcance: ¿qué objetivos guiaron a la mayoría de los reyes y dinastas germanos de las grandes invasiones del siglo V sobre territorios del Imperio romano, comenzando por los godos? ¿Se trataba de realizar una violenta sustitución de los provinciales invadidos por los germanos conquistadores, o por el contrario de un proceso de mutua colaboración entre invasores e invadidos en la mayoría de los casos, en el que los primeros aportarían sobre todo su capacidad militar y sus identidades étnicas para llenar de sentido y de legitimidad unas autonomías regionales cada vez más patentes y diferenciadas en el Imperio romano, siguiendo unas pautas ya ensayadas en la centuria precedente en los territorios fronterizos?

Una reflexión histórica de largo alcance no dejaría de dar la razón, con escasas excepciones, a esta segunda hipótesis. Y en este sentido algo de verdad habría tenido el viejo juicio de Fustel de Coulanges al cuestionar, más o menos retóricamente, la misma realidad de tales invasiones; no obstante que, personalmente, con ello al francés le sangrase todavía la herida de la derrota de su patria en Sedán.

Las grandes invasiones que se abatieron sobre el Imperio romano a partir de finales del siglo IV representan un problema histórico multifacético, difícil de reducir a unas mismas causas y resultados. La muy rica historiografía moderna que se ha dedicado a ellas ha obedecido a una doble línea analítica, aunque desgraciadamente no siempre se ha realizado la necesaria conexión entre ambas. Estas serían, por una parte, el estudio del desarrollo militar de las invasiones; por otra, el de las consecuencias de estas sobre la población romana. La primera constituye ciertamente el aspecto mejor reflejado en nuestras fuentes y el más llamativo para los modernos. Sin embargo, es la segunda la que más puede interesar a una historiografía como la actual, más atenta a los fenómenos de «tiempo largo» que a lo puramente factual.

Debemos posiblemente al gran medievalista francés Marc Bloch la definitiva ruptura de dicha dualidad de tendencias investigadoras y valorativas, así como el primer intento de articulación dialéctica de ambas; y ello a pesar de que no podamos hoy en día considerarnos igualmente cómodos con la totalidad de sus conclusiones, que exigirían cuanto menos una mayor matización, tanto en lo regional como en la excesiva oposición estructural otorgada por el malogrado historiador a los invasores y a los invadidos. Es así que toda investigación regional sobre el fenómeno de las invasiones exige un complejo cuestionario, que en lo esencial podemos reducir a lo siguiente: grado de desarrollo sociopolítico de los pueblos invasores; conexiones de los grupos dirigentes de los invasores con las autoridades imperiales y con sus congéneres provinciales; objetivos perseguidos por tales dirigentes invasores o por sus conglomerados populares, en la medida en que coincidan o diverjan entre sí o con los de los diversos sectores sociales de las provincias romanas invadidas; y relaciones diversas entre el gobierno y el poder imperial central y los grupos dirigentes provinciales, o entre los humildes provinciales y los dos anteriores.

Sin duda será de esta manera como se podrá explicar que en menos de dos generaciones lo que parecía un estado y sociedad fuertes y unidos, tras haber vencido todos los intentos de penetración de los diversos pueblos bárbaros en sus fronteras occidentales, diera paso a una multiplicidad de reinos cuyos nombres eran los étnicos de aquellos y sus monarcas también tenían la misma procedencia. Y el primero de todos ellos habría sido el liderado por la monarquía goda de los Baltos.

La muerte del emperador Teodosio I el 17 de enero de 395, que gozaba de un gran prestigio entre los jefes godos, y las desavenencias entre el gobierno de Constantinopla y el de Roma, dirigido por Estilicón, serían utilizadas por el Balto Alarico para crear una «monarquía militar» goda en su persona. A partir de entonces Alarico y sus godos iniciaron una ambigua política que combinaba los saqueos en las provincias romanas con los ofrecimientos de sus servicios como tropas federadas a cambio de subsidios alimenticios, con el objetivo final de conseguir un alto cargo militar imperial para el rey godo y un territorio donde asentar a su pueblo en condiciones de cierta autonomía. Una política primero seguida con el gobierno de Constantinopla y desde el año 401 con el de Ravena. De esta forma, a partir de 401 Alarico presionaría a este último, jugando, y siendo utilizado también, con la oposición entre Estilicón y otros círculos cortesanos romanos. Tras la caída y asesinato de Estilicón († 408) Alarico se vio obligado a una política más agresiva, que culminó con el golpe de efecto que supuso el saco de Roma en el año 410. Desaparecido Alarico, su política sería seguida por su cuñado y sucesor Ataulfo († 415). Poco tiempo antes el también Balto Ataulfo había protagonizado una nueva etnogénesis de los godos de la monarquía Balta al unirse a su cuñado al frente de un importante contingente, formado principalmente por godos tervingios, pero también en buena medida por greutungos liberados del domino de los hunos en Panonia, y entre los que abundaban los guerreros a caballo. Tras el fracaso de Ataulfo de entroncar con la familia imperial, mediante su matrimonio con la princesa Gala Placidia, y de hacerse una posición fuerte en el sur de las Galias, las gentes de la monarquía Balta serían finalmente estabilizadas en virtud del pacto de alianza (foedus) firmado entre el rey godo Valia (415-418) y el general romano Constancio, nuevo hombre fuerte del gobierno occidental, en 416. En ese momento la monarquía goda estaba al frente de más de 15.000 guerreros, bastantes de ellos jinetes, que junto a los elementos «imbéciles» (ancianos, mujeres y niños) alcanzarían poco más de las 100.000 almas.

En virtud de ese pacto, la monarquía goda se comprometía a prestar a sus guerreros al Imperio occidental como tropas federadas. Como primera prueba de ello el Balto Valia logró aniquilar, en 417, a una buena parte de los grupos bárbaros que habían invadido la Península ibérica en 409. A cambio, y en lugar de darles los tradicionales subsidios alimenticios, el gobierno imperial permitió a los godos su asentamiento en la Aquitania II, en el sudoeste de las Galias, entregándoles a tal efecto dos tercios de una serie de fincas —posiblemente tanto de sus rentas dominicales como de los impuestos a pagar al Estado por esa porción— que serían repartidas entre los diversos agrupamientos nobiliarios godos y el principal del rey Balto con sus séquitos. Con este establecimiento (Landnahme) la original monarquía militar goda daba un paso decisivo en su conversión en otra territorial, ayudando a vincular más estrechamente en torno a ella a los nobles y sus séquitos, y también a los elementos populares que participaban libremente en su ejército (Heerhaufen). Aunque la antigua administración civil provincial romana quedaba en pie, sin embargo, el rey godo recibía amplias atribuciones que de hecho implicaron el establecimiento de un embrión de Estado godo en territorio imperial, con una corte y un núcleo de administración central de molde imperial en la ciudad de Tolosa, en Francia. Había nacido lo que se conoce en la moderna historiografía como reino visigodo de Tolosa.

En los decenios sucesivos el poder de los monarcas godos de Tolosa inició la progresiva penetración de su potencia militar en nuestra península, en la diócesis de las Españas, paralela a la paulatina desaparición del poder imperial y como un escenario al principio secundario a su expansión por toda Aquitania. Con anterioridad a la definitiva extinción del poder imperial en Occidente (476) los ejércitos godos intervinieron en nombre de la autoridad imperial, como sus aliados (foederati), y coordinados con los altos oficiales del Imperio destinados en las provincias hispanas. Los godos actuaron así contra otros bárbaros invasores, organizados en monarquías militares (suevos, vándalos Silingos y Hasdingos, y alanos), y contra los movimientos bagaúdicos (principalmente revueltas campesinas), en defensa de los intereses de los grupos dirigentes hispanorromanos. Destacan en esta etapa las acciones militares de Valia (416-418) —ya citada—, y de Teuderico II (456-457). La expedición hispana del segundo supuso la toma de posiciones estratégicas en España. El reinado de su sucesor Eurico coincidió con la definitiva desintegración del poder imperial en Occidente (476). Esta extensión de la dominación de la monarquía goda se basó en el asentamiento de guarniciones militares, articuladas aristocráticamente por clientelas o séquitos armados bajo el mando de un noble godo en su mayor parte. Dichas guarniciones se ubicaron a lo largo de unos cuantos ejes estratégicos y con preferencia en núcleos urbanos o, en su defecto, en residencias rurales fortificadas. Estos ejes corrían fundamentalmente de NE a SW, comunicando el primitivo núcleo sudgálico con los valles del Guadiana y Guadalquivir, y con los centros principales de Barcelona, Zaragoza, Toledo, Mérida y Sevilla. En todo caso nunca se habría producido una inmigración de masas populares y campesinas godas a España A partir de entonces el poder godo obraría a sus anchas en la Península ibérica, donde se establecerían guarniciones militares godas en los lugares estratégicos. Sin embargo, a principios del siglo VI la ocupación goda de España era una obra inacabada, aunque sólida y con proyección de futuro.

Con ello, y en poco más de medio siglo, se había producido un cambio histórico y sociopolítico, protagonizado y liderado por la monarquía goda Balta que no hubiera sido posible imaginar por los provinciales hispanos y galorromanos a la altura del inicio de la quinta centuria. Pues lo cierto es que, cuando en enero de 395 falleció el emperador Teodosio (379-395) pocos de esos provinciales podían pensar que de hecho iban a dejar de pertenecer al Imperio poco más de medio siglo después. El Imperio romano había sufrido invasiones externas y guerras civiles terribles en el pasado, y de todas se había recuperado. Hacía escaso tiempo que Teodosio había logrado nuevamente unificar, bajo un solo cetro, ambas mitades del Imperio, y el triunfo de la nueva religión de Estado, el cristianismo niceno, parecía apoyar desde los Cielos a un Imperium Romanum Christianum y a una dinastía que venía ejerciendo el poder desde hacía más de treinta años. Desde el punto de vista de los grupos dirigentes de Occidente la dinastía de Teodosio parecía colmar todas las aspiraciones, pues se basaba en un complejo conglomerado de alianzas familiares y políticas con los grupos senatoriales más poderosos de las Españas, las Galias e Italia. El gobierno de Teodosio había sabido encauzar los afanes de protagonismo político de muchos de los más ricos e influyentes senadores romanos y de las provincias occidentales, que de nuevo se aprestaban a ocupar puestos de gobierno en las provincias, pero también en la administración central. Además, la dinastía había sabido lograr acuerdos con la poderosa aristocracia militar, en la que se enrolaban nobles germanos que acudían al servicio del Imperio al frente de soldados bárbaros unidos por lazos de fidelidad hacia ellos. Al morir Teodosio confió el gobierno de Occidente y la protección de su joven heredero Honorio (393-423) al general Estilicón, hijo de un noble oficial vándalo que había contraído matrimonio con Serena, sobrina del propio Teodosio. Un movimiento que parecía dibujar el camino de la integración de poderosos dinastas germánicos, al frente de sus decisivos séquitos militares, en el mismo seno de la familia imperial.

Sin embargo, cuando en 455 murió asesinado Valentiniano III (424-455), nieto del gran Teodosio, una buena parte de los descendientes de aquellos nobles occidentales, que tanto habían confiado en los destinos del Imperio, parecieron dudar del mismo. Máxime cuando en el curso de dos decenios pudieron darse cuenta de que el gobierno imperial, recluido en Ravena, era cada vez más presa de los exclusivos intereses e intrigas de un pequeño grupo de altos oficiales del ejército itálico. Además, muchos de estos eran de origen bárbaro y cada vez confiaban más en las fuerzas de sus séquitos armados de soldados del mismo origen y en los pactos y alianzas familiares que pudieran tener con otros jefes bárbaros instalados en suelo imperial con sus propios pueblos, que desarrollaban cada vez una política más autónoma. 

Necesitados de mantener una posición de predominio social y económico en sus regiones de origen, reducidos sus patrimonios fundiarios a dimensiones provinciales, y ambicionando un protagonismo político, propio de su linaje y de su cultura, estos representantes de las aristocracias tardorromanas occidentales habrían acabado por aceptar las ventajas de admitir la legitimidad del gobierno de un rey bárbaro, como el godo Balto de Tolosa, ya muy romanizado, asentado en sus provincias. Al fin y al cabo, este, al frente de sus soldados, podía ofrecerles bastante mayor seguridad que el ejército de los emperadores de Ravena. Además, el avituallamiento de dichas tropas resultaba bastante menos gravoso para la Hacienda imperial que las llamadas praesentales o comitatenses, por basarse en buena medida en séquitos armados dependientes de la nobleza goda y alimentados con cargo al patrimonio fundiario provincial que esta ya hacía tiempo que se había apropiado. Y no solo era menos gravoso para los aristócratas provinciales, sino también para los grupos de humildes que se agrupaban jerárquicamente en torno a dichos aristócratas, y que en definitiva eran los que habían venido soportando el máximo peso de la dura fiscalidad tardorromana. Una monarquía goda en definitiva que, como más débil y descentralizada que el viejo poder imperial, estaba también más dispuesta a compartir el poder con dichas aristocracias provinciales, máxime cuando en el seno mismo de sus gentes esos monarcas Baltos desde siempre habían visto su poder muy limitado por una nobleza apoyada en sus séquitos armados. 

La catástrofe de Vouillé (507), con la muerte del soberano visigodo y la pérdida de una parte de su importante tesoro, supuso la destrucción del núcleo y epicentro del reino godo de Tolosa, situado hasta entonces en Aquitania. Además, significó el fracaso de la política de Alarico II (484-507) de acercamiento y colaboración activa con las aristocracias provincial-romanas, bien lideradas por la jerarquía católica. Dicha política había tenido sus momentos culminantes en el Concilio de Agde (506) y en la promulgación del llamado Breviario de Alarico, actualización del Código teodosiano a base de la importante tradición de las escuelas jurídicas de la Galia meridional como derecho territorial aplicable a todos los súbditos de la monarquía goda.

La intervención de Teuderico el Amalo, en nombre de los derechos de su nieto Amalarico, sirvió para salvar la misma existencia de la monarquía goda fundada por los Baltos a manos de los francos del merovingio Clodoveo. Pero a partir de entonces el centro de gravedad de la monarquía goda pasó a estar ubicado en la Península ibérica, conservándose solo en las Galias el dominio sobre la llamada Septimania, una franja litoral con capital en Narbona, hecho que no sería totalmente percibido por la totalidad de los grupos dirigentes godos, como mínimo hasta el nuevo fracaso de la política franca de Amalarico (526-531), el nieto y sucesor de su abuelo el gran Teuderico. Con anterioridad, este había fracasado en su intento de crear un único reino godo, fusionando la antigua monarquía Balta, de base tervingia con la nueva Amala, cuyo núcleo era greutungo y había alcanzado su territorialización (Landnahme) en Italia, conocida tradicionalmente en la historiografía como ostrogoda; fracaso en gran parte debido a la asentada identidad étnica de un sector mayoritario de la antigua nobleza visigoda. Pero ello no habría impedido el trasvase a la salvada monarquía goda Balta de algunos expedientes administrativos ostrogodos, muy restauradores de las estructuras civiles imperiales, así como la consolidación e integración de un grupo nobiliario cortesano de procedencia ostrogoda, que se reflejaría en los reinados de Teudis (531-548), Teudiselo (548-549) y Agila (549-554), que tenían ese origen. 

Estos soberanos, en especial Teudis, reforzaron la política de colaboración con las aristocracias hispanorromanas, que contaban con el liderazgo del episcopado católico, que utilizaba sabiamente la diferencia religiosa frente a los godos arrianos como elemento de cohesión y diferenciador étnico. Esta política de convivencia se hizo tanto más necesaria a la vista del avance de la reconquista del emperador constantinopolitano Justiniano en África e Italia, destruyendo las monarquías vándala y ostrogoda, y del aislamiento progresivo de los visigodos como consecuencia de la misma. Con dicha colaboración se intentó un nuevo avance en el completo control del espacio peninsular por parte de la monarquía visigoda, en especial en sus áreas meridionales y el sudeste, las más marginales o amenazadas por Bizancio. Pero esta política se habría quebrado como consecuencia del estallido de un conflicto en el mismo seno de la nobleza visigoda ante los fracasos militares de Agila, que se resolvió en la revuelta del noble Atanagildo, emparentado con el prestigioso linaje real godo de los Baltos, y en una guerra civil. La victoria de Atanagildo (554-567) no se logró sino a costa del apoyo de un cuerpo expedicionario bizantino, que obtuvo a cambio la cesión de una buena franja del litoral peninsular, desde Denia a Gibraltar, donde se establecería la provincia bizantina de España (555-625). Dificultades imperiales posteriores permitieron a Atanagildo una cierta consolidación en el interior peninsular en los años sucesivos, estableciendo también una vital política de alianzas matrimoniales de su linaje con las cortes merovingias de Austrasia y Neustria, especialmente con el matrimonio de su hija Brunequilda con Sigiberto I de Austrasia.





LA REFUNDACIÓN DE LA MONARQUÍA GODA Y SU IDENTIFICACIÓN CON ESPAÑA

El último siglo y medio de historia de la monarquía goda se conoce como reino de Toledo, por el lugar donde quedó fijada la sede de la corte y que los soberanos trataron de asemejar a la Constantinopla imperial. Y en él se pueden señalar dos momentos que aparecen como claras inflexiones de carácter constituyente. El primero de ellos está representado por los reinados sucesivos de Leovigildo (569-586) y su hijo Recaredo (586-601). Mientras el segundo lo está por los de Quindasvinto (642-653) y su hijo Recesvinto (649-672). Ambas épocas se caracterizarían por los esfuerzos del poder monárquico por mantener o crear un estado centralizado, con una administración pública de tradición tardorromana —justinianea y protobizantina, mejor dicho—, totalmente en manos de una potente nobleza terrateniente en la que acabaron fusionándose elementos de las antiguas aristocracias municipales, lideradas por el episcopado católico, con las de procedencia goda o germánica en general, vinculadas a la antigua monarquía Balta renovada hacía poco con elementos de abolengo ostrogodo. Pero para ello fue absolutamente necesario lograr la máxima unidad jurídica e ideológica de la nueva sociedad hispanogoda, realzando el vínculo personal de súbdito frente a los lazos de dependencia personal de tipo clientelar. El reflejo constitucional de tales esfuerzos sería la promulgación de sendos nuevos Códigos legales: el Código revisado por Leovigildo y el Libro de los jueces por Recesvinto. Por supuesto esta nueva monarquía goda se fundamentó también en la unidad en la fe católica, abandonando el diferenciador arrianismo gótico.

Leovigildo pertenecía a una familia de origen ostrogodo de la Septimania, donde se había asentado la mayoría de ese origen; pero emparentó con el casi simbólico linaje de los Baltos por su matrimonio con Gosvinta, la viuda de Atanagildo († 567), posiblemente el último Balto. Él fue el auténtico fundador del reino visigodo de Toledo, aunque la capital pudo haber sido establecida en esta ciudad central ya con anterioridad. Sus victoriosas campañas militares le habrían llevado a la dominación efectiva de la mayor parte de la Península ibérica, acabando con casi todos los poderes autónomos que habían surgido al socaire de las dificultes de la monarquía goda en las décadas precedentes. Tras la destrucción de la pequeña monarquía sueva en 585 solo quedaron fuera del poder godo la franja costera mediterránea bizantina y algunas áreas marginales en la cordillera cantábrica y País vasco-navarro, aunque esta últimas más de hecho que de derecho. Esta política militar sería acompañada de importantes medidas de política interior destinadas a conseguir la unidad máxima del Estado y fortalecer las instancias absolutistas y centralistas de la monarquía, en clara imitación tanto de Teuderico el Amalo como del emperador Justiniano. Sin embargo, el enérgico monarca no pudo conseguir todos sus objetivos a causa de la oposición de un sector de la nobleza goda y de las figuras más importantes del episcopado católico hispanorromano. Dicha oposición cuajó en el intento de usurpación de su hijo mayor Hermenegildo (579-584), que con su matrimonio con una hija de Brunequilda buscó el apoyo de nobles godos ligados al linaje de los Baltos y con su bautismo católico por el obispo de Sevilla, Leandro, el de la Iglesia hispanorromana y el de Bizancio. Leovigildo, con el apoyo de su hijo menor Recaredo, logró aplastar la intentona mediante una política de unificación religiosa sobre la base de un arrianismo dulcificado (macedonismo), que quería identificarse con los sectores eclesiásticos católicos opuestos a la condena de los famosos «Tres capítulos» por Justiniano, y la hábil explotación de las rivalidades entre las cortes merovingias de Austrasia y Neustria, así como con concesiones a los bizantinos.

Su hijo y sucesor Recaredo quiso continuar la política paterna, pero tomando buena nota de sus fracasos. Por ello llegó a un rápido pacto con la poderosa Iglesia católica hispana y los sectores sociales que esta representaba. Para ello fue básico el sentimiento de diferenciación doctrinal y recelo hacia Bizancio en los líderes de aquella, como el obispo sevillano Leandro y el abad Eutropio, así como la integración en la misma de la inmensa mayoría del influyente episcopado arriano. En el Concilio III de Toledo (589) se oficializó la conversión del monarca y la nobleza visigoda a la fe católica, paso decisivo en la constitución de un estado unitario hispanovisigodo. Pero, no obstante las importantes concesiones fundiarias hechas por el rey a la nobleza y muy especialmente a la Iglesia, así como una cierta sacralización del poder regio de raíz imperial, lo cierto es que el hijo y sucesor de Recaredo, Liuva II solo pudo mantenerse unos meses en el poder, ante la oposición de un sector poderoso de la nobleza hispana y goda liderada por Witerico (603-610), posiblemente un descendiente del prestigioso linaje de los Amalos.

Al final la conversión de Recaredo había supuesto para la monarquía goda el reconocimiento del poder e influencia institucional de una Iglesia y jerarquía eclesiástica cada vez más dominadas por la nueva nobleza hispanogoda. Hecho más que significativo si se tiene en cuenta que el reforzamiento del poder real buscado por Leovigildo y Recaredo chocaba radicalmente con un poder nobiliario fuertemente anclado en las tradicionales clientelas militares de raíz germánica, en los usos autonomistas de las oligarquías de las principales ciudades hispanorromanas, y en las dependencias sociales y económicas engendradas por la propiedad latifundista en vías de convertirse en señoríos. Por eso los años que van de la muerte de Recaredo a la subida al trono de Quindasvinto se encuentran marcados por la lucha entre el poder real y la nobleza, siendo victoriosa, por lo general, la segunda.

Con estos condicionantes, los éxitos militares de soberanos enérgicos como Sisebuto (612-621) y Suintila (621-631) frente los intentos independentistas de algunas aristocracias guerreras de la cordillera vasco-cantábrica y sobre todo contra Bizancio, no sirvieron para reforzar el poder central de la monarquía de manera definitiva, y constituir una nueva dinastía indiscutida. Las graves dificultades orientales del Imperio con la revuelta de Focas (602-610) y especialmente con la invasión persa y la terrible guerra subsiguiente (614-630), posibilitaron la conquista de las posesiones que el Imperio tenía en la península; a partir de entonces la provincia de España, ahora llamada Mauritania Segunda y dependiente del Exarcado de Cartago incluía tan solo las Baleares y el presidio de Ceuta y el fértil valle del Sebú. Los intereses de sectores mayoritarios de la nobleza, que apoyaron la triunfante usurpación de Sisenando (631-636), y del episcopado en los concilios IV (633), V (636) y VI (638) de Toledo impusieron fuertes limitaciones al poder monárquico, consolidando con sanciones religiosas las importantes entregas fundiarias hechas a unos y otros por unos reyes necesitados de su apoyo, y tratando de establecer un artificial sistema de elección real por una asamblea de los obispos y magnates palatinos.

En el lado positivo de lo logrado en esos años por la monarquía goda estaría la elevada homogeneidad étnica, cultural y político-administrativa alcanzada por el reino godo. Todo ello muy bien legitimado por el ropaje ideológico del dominio —coyunda en feliz expresión isidoriana— de la gens gothorum (la nación goda) sobre la tierra (patria) hispana. Para la intellegentsiya hispanogoda, preocupada por encontrar un sentido a la Historia contemporánea en el doble plano de la universalidad de la Divina Providencia y del Derecho público de la tradición romana, la coyunda gótica constituía el mejor instrumento para legitimar la total independencia política respecto del Imperio romano, ahora Bizancio.

Los reinados de Quindasvinto y su hijo y sucesor Recesvinto —sobre todo el del primero, que alcanzó el poder mediante una rebelión— supusieron uno de los esfuerzos supremos por fortalecer la institución monárquica y la idea estatal centralizada y de índole pública heredadas del Bajo Imperio. Pero, paradójicamente, un tal intento se realizaría a partir del reconocimiento contradictorio de la insoslayable realidad de la estructuración sociopolítica de la monarquía goda sobre la base de una clase dominante latifundista, de la que dependían un gran número de campesinos mediante lazos de índole económica y extraeconómica; grupo dominante cohesionado entre sí por múltiples vínculos de dependencia y fidelidades mutuas. Todo lo cual habría de traer, como consecuencia inevitable, la formación de facciones nobiliarias en lucha continua por alcanzar la hegemonía, y fuente de beneficios, representada por el poder regio. La gran reforma administrativa realizada por Quindasvinto —y reflejada en el nuevo Código legal publicado por su hijo— no sería otra cosa que el intento de estructurar una monarquía centralizada y poderosa sobre la base de tal realidad socioeconómica protofeudal. A la larga, su fracaso estaba garantizado. Y ya el propio Recesvinto fue consciente de ello en el Concilio VIII de Toledo (653); en el que la poderosa nobleza laica y eclesiástica, además de criticar la política antinobiliaria de su predecesor, frenó las apetencias regias de controlar patrimonialmente los importantes recursos fundiarios de la Hacienda real. Y tampoco habría dado resultado el intento de Quindasvinto de crear una adicta aristocracia de servicio frente a la nobleza de sangre. Las duras purgas y confiscaciones realizadas por este en el seno de dicha nobleza no habrían, al final, resultado más que en una concentración de las riquezas y dependencias sociales en unas pocas familias, con intereses y ambiciones cada vez más autonomistas y localistas.

La última fase de la historia de la centenaria monarquía goda vería su completa protofeudalización, hasta unos niveles nunca alcanzados en otros reinos romano-germánicos contemporáneos. Los sucesivos monarcas del periodo —Wamba (672-680), Ervigio (680-687), Egica (687-702), Witiza (698-710) Rodrigo (710-711) y Agila II (¿710-714?)— se debatirían entre los esfuerzos por reforzar el poder real, con una política de mano dura contra la nobleza (Wamba, Egica), y las concesiones a esta (Ervigio, Witiza). Pero incluso los primeros no concebirían otra forma de fortalecer su posición más que aumentando la base económica personal y de su familia, y beneficiando a los nobles vinculados mediante un especial juramento de fidelidad (fideles), concediéndoles tierras y jurisdicciones sobre los hombres. Sin duda esto favoreció una cierta estabilidad política basada en el predominio de una facción nobiliaria, lo que se refleja en el parentesco existente entre la mayoría de los reyes del periodo, agnaticio (Wamba-Egica-Witiza) o cognaticio (Ervigio-Egica). Aunque ello tampoco impidió que durante estos años se multiplicasen los intentos de rebelión y usurpación por parte de nobles, como los duques Paulo (672) o Suniefredo (710 o 711), que pudieron contar además con el apoyo de elementos prominentes del episcopado. El primero de ellos se vio apoyado especialmente por grupos nobiliarios del nordeste (ducados Tarraconense y sobre todo de Septimania) que desde los tiempos del rey Sisenando († 636) se habían visto apartados del poder central del trono por un hegemónico bloque nobiliario de los territorios occidentales y meridionales, en gran parte representado por linajes vinculados a la ciudad de Córdoba a partir del rey Quintila (636-639).

Al final la invasión islámica, conducida por el gobernador de la Ifriquiya califal, Muza, y su lugarteniente Tarik, habría sido propiciada por el estallido de una nueva crisis sucesoria a la muerte de Witiza. Tras un largo interregno de casi diez meses un grupo mayoritario de la nobleza, dominante en las áreas occidentales y meridionales del reino, optaba por elegir un tanto tumultuariamente a Rodrigo, duque de la Bética, aunque no directamente emparentado con la familia de Egica y Witiza sí vinculado a esos linajes cordobeses antes indicados. Mientras otros nobles decidieron propiciar la elevación del duque Suniefredo en Toledo y de Agila II en los ducados nororientales. 

Como antes había ocurrido en más de una ocasión, alguna de estas facciones —la de Suniefredo derrotado por Rodrigo, o la de la familia de Egica tras la muerte en combate de este último— pudo ver en los musulmanes el instrumento para imponerse en una guerra civil que, hasta entonces, había ido muy mal para ellos. Aunque también era cierto que los gobernadores magrebíes del califato se preparaban para el asalto al reino godo desde hacía ya algún tiempo, y este había tratado desde hacía decenios de evitarlo trabando alianzas con representantes del gobierno Imperial en África o dinastías bereberes, e incluso en último término poniendo un pie en plazas clave como Ceuta y Tánger. En la misma batalla decisiva del Lago (laguna de la Janda) bastantes nobles hispanogodos harían defección, propiciando así la derrota de Rodrigo y los suyos. También como en el año 673 las dos facciones entonces en lucha parecían tener unas referencias regionales muy marcadas, obedeciendo así a un proceso de protofeudalización muy avanzado. Mientras los partidarios de Rodrigo debían ser numerosos en las zonas meridionales y occidentales de España, sus rivales, agrupados en torno a Agila II, lo eran en el valle del Ebro y la Narbonense. La alianza, más tácita y de mutuo interés que formal, entre estos últimos y el invasor musulmán explicaría que la ocupación de dichas zonas orientales del Reino visigodo se demorase algún tiempo, hasta el 713. En todo caso entre el 716 y el 719 habrían acabado las últimas resistencias godas en tierras de la actual Cataluña y Huesca, falta ya de una organización centralizada efectiva. Y todo ello ocurría en el seno de un malestar cada vez mayor por parte de los sectores sociales más humildes, inmersos en un proceso de asimilación a esclavos, agudizado coyunturalmente por catástrofes naturales —sequías, hambrunas, epidemias de peste, etc.— repetidas cíclicamente. Y, en fin, con problemas de minorías ideológicas, como la judía, resueltos en falso, con soluciones como la conversión forzosa y hasta su dispersión y esclavización (694).





LA REALEZA GODA EN ESPAÑA

En un apartado anterior se han señalado los orígenes germánicos, y también de imitación imperial, de la primigenia «monarquía militar» goda Balta de Alarico I. La doctrina generalmente aceptada en la actualidad es que los antiguos germanos conocieron dos tipos de realeza: la militar (Heerkönigtum) y la sagrada. La primera, que con frecuencia daba lugar a poderes de carácter no regio —los duces de los que habla Tácito en su Germania, afirmando que se elegían por su valor militar—, basaba su poder en la fuerza de los séquitos de semilibres y en las clientelas militares (Gefolge). La realeza militar, dotada de múltiples simbolismos de naturaleza y origen marcial y con carácter electivo, tenía su principal razón de ser en los momentos de actividad bélica, y en la época de las invasiones fue factor determinante de numerosas etnogénesis. Por su parte, la realeza sagrada, con simbolismos tomados de antiguos cultos de la fertilidad, permitía la formación de prestigiosas y duraderas dinastías que, remontándose a un antepasado mítico divinizado, se constituyeron en los núcleos de procesos fundamentales de etnogénesis (Stammesbildung), con lo que se transformaron en verdaderas realezas nacionales. 

La monarquía fundada por Alarico I fue fundamentalmente de tipo militar, pues los tervingios, a diferencia de los greutungos, hacía ya tiempo que carecían de la vieja realeza sagrada de raíz germánica; lo que no impidió que al consolidarse y finalizar la etnogénesia goda con la inclusión de otros grupos germánicos, e incluso la misma imitación de la realeza imperial cristiana del momento, la realeza goda del siglo V en adelante hasta cierto punto pudiera considerarse mixta. El poder y la autoridad de este tipo de realeza tenía una doble base: la «soberanía señorial» (Hausherrschaft) y el derecho de bann. La primera, compartida con los miembros de la aristocracia, incluía el dominio sobre una familia —contando en ella también a los esclavos—, sobre su lugar de asentamiento y sobre los diversos séquitos de semilibres o clientelas armadas; estas últimas se basaban en la fidelidad y en una amistad de naturaleza semejante a la existente entre parientes. El poder de bann se basaba en el derecho y obligación por parte de la realeza de mantener la paz pública, y posibilitaba dictar ordenanzas, juzgar y realizar operaciones de policía. En contrapartida a estos poderes reales, los miembros libres, que podían llevar armas, de un pueblo tenían el derecho a resistir u oponerse al soberano (Widerstandsrecht), llegando incluso a deponerlo en caso de extralimitación de funciones o de probada ineptitud. Todavía en el siglo VII ese derecho de resistencia se seguía plasmando en el juramento de lealtad o alianza que hacía el rey ante la nobleza laica y eclesiástica en el momento de su entronización. 

Como herencia de los tiempos de la original «monarquía militar» los reyes godos de Toledo se consideraban ante todo soberanos de las agrupaciones populares a cuyo frente se encontraban situados, aunque en esa época avanzada sería erróneo considerarlas como un pueblo-estado. A este respecto, el título con que los reyes godos de esos siglos aparecen en los documentos de carácter oficial y en las crónicas de la época es un testimonio muy gráfico de lo que acabo de señalar: rex gothorum, a diferencia de los emperadores que regían a la res publica (romanorum); aunque resulta sintomático que desde finales del siglo VI, fuera del reino godo, se les llamara «reyes de España», de una manera completamente territorializada. Cuando la intellegentsiya de la monarquía goda católica consideró conveniente y necesario fundamentar su total independencia frente al poder imperial —como ocurrió muy especialmente en tiempos de la ofensiva de Justiniano a mediados del siglo VI— se recurrió a la vieja noción helenística del derecho de conquista, cuyos beneficiarios habían sido las naciones germánicas. Para san Isidoro de Sevilla, la legitimidad de la soberanía goda tenía su fundamento en la toma de Roma por Alarico en 410, pues Roma había sido la urbs omnium victrix. 

En teoría, el poder real se consideró siempre un monopolio de la etnia goda, aunque de hecho en el siglo VII ya era hispanogoda. Y lo cierto es que también la realeza goda intentó insertarse de una u otra manera en la teoría imperial romana o, mejor dicho, protobizantina. Habría sido Leovigildo el que diera un paso decisivo en este sentido, siguiendo el precedente del gran Teuderico el Amalo. El ostrogodo, que originalmente pudiera considerarse un típico representante de «rey militar» de una nación germánica (Heerkönig), había derrotado al tirano Odoacro por mandato del emperador legítimo, y había sido investido del título de patricio romano; un título por lo general reservado para los más altos generales del Imperio. Y su posterior aclamación real por sus godos, que formalmente constituían un ejército federado del Imperio, se asemejó a las imperiales. Por ello Teuderico se esforzó por obtener en 497 el reconocimiento de su dominio sobre Italia por el emperador Anastasio. Este reconocimiento consistió simbólicamente en el envío de los ornamenta palatii occidentales, que habían pertenecido a los últimos emperadores en Occidente, y en la vestis regia. Además, Teuderico añadió el título de Flavio, que recordaba su entronque con la segunda dinastía flavia, la de Constantino el Grande, para situarlo como una especie de verdadero viceemperador de Occidente. Con capacidad para designar a un cónsul y habiendo emitido moneda áurea, Teuderico podía ser considerado un verdadero princeps romanus, e incluso augusto, como reza una significativa inscripción contemporánea. Siguiendo su modelo, Leovigildo fue quien primero utilizó vestimentas como las del emperador, corona y trono, e inició la acuñación de moneda aurea con su efigie y a su nombre, y seguramente se hizo coronar. 

El rey godo de Toledo, que recibía el título de glorioso y Flavio, acumularía otros apelativos propios de la realeza imperial en el siglo VII, los cuales serían utilizados principalmente por los escritores eclesiásticos: serenissimus, tranquillisimus, e incluso princeps y divus. Por su parte, el poder real era definido como maiestas, en compañía, eso sí, de su pueblo. A semejanza de Constantinopla, Toledo, la capital goda, fue denominada urbs regia; su topografía, en algunos aspectos, recordaba también la residencia imperial, contando con una iglesia palatina dedicada a la mártir local Eulalia y otra adjunta al hipódromo, lugar donde se realizaba la proclamación real, dedicada a los apóstoles Pedro y Pablo. Finalmente, y como antes anticipé, también en el reino godo de Toledo se produjo un cierto sentimiento de monarquía territorial desligada de la originaria gens germánica. Un fenómeno reflejado perfectamente en los términos de Spania (y Gallia) y regnum Spaniae, utilizados para definir el Estado godo ya avanzado el siglo VII. 

Hay que señalar que esta original mezcla de elementos de la tradición germánica y de la imperial romana en la realeza goda encontró también su plasmación en la cuestión fundamental de la sucesión a la corona. Como es lógico la original «monarquía militar» no establecía ningún tipo de sucesión hereditaria, aunque lo cierto es que al estar sólidamente vinculada a los Baltos esta sucesión fue un hecho a lo largo del siglo V, y solo se quebró tras la derrota de Vouillé, la intervención del Amalo Teuderico y la misma rarificación de miembros de linaje Balto indiscutible. A partir de entonces la sucesión al trono se constituyó en piedra de toque de la confrontación estructural entre monarquía y nobleza, siendo esta última partidaria del sistema electivo, realizado por ella misma. Sin embargo, los soberanos godos más enérgicos y victoriosos trataron de consolidar la corona en su propia familia directa adoptando, desde Leovigildo, la práctica bizantina de la adopción de un corregente en la persona del presunto heredero. Es más, el IV Concilio de Toledo (655) intentó institucionalizar la elección real por una asamblea constituida por todos los obispos del reino y la alta nobleza laica; esta reglamentación, sin embargo, no conseguirá acabar con los tumultos y disputas entre los nobles y la realeza por cuestión tan fundamental. De hecho, no hay testimonio de que se siguiera nunca a rajatabla. Y lo cierto es que, como se ha dicho antes, desde tiempos de Quintila (636) el trono de Toledo fue ocupado por miembros de familias y linajes vinculados entre sí y relacionados con la ciudad de Córdoba y su territorio; no siendo a este respecto una completa excepción Wamba (672) del que consta una elección, aunque reducida al círculo muy estrecho de la más alta nobleza palatina, que formaban ocho duques con poder territorial.

Por último, la realeza goda, a partir de la conversión de Recaredo (589), se vio muy influida por la Iglesia y el episcopado católico. Sería esta la que introdujo una característica muy original, aunque ya fuertemente enraizada en la realeza imperial del Bajo Imperio: su mixtificación con concepciones teocráticas, lo cual dio lugar a veces a nuevas y originales teorías sobre el poder real. Al principio tales concepciones se realizaron bajo el prisma de la imitatio Imperii, como sería la coronación episcopal. Ya Recadero (586-601) llegó a ser tildado de nuevo Constantino por el cronista eclesiástico Juan de Biclara, y muy pronto se introdujeron simbolismos totalmente innovadores, tendentes a enraizar con la supuesta realeza bíblica. Además, Isidoro de Sevilla asimiló la regia función del rey, como pastor de su pueblo, a la del obispo que lo era de su grey, y desarrolló una teoría referente a la responsabilidad del rey, a su poder delegado de Dios y a la legitimidad de su deposición, que queda resumida en su famosa sentencia: «Rex eris si recte facias; si non facias non eris» (Eres rey si obras con rectitud, sino no lo eres). Esta concepción del poder real como un ministerium, semejante al del episcopado, se relacionaba con la construcción de una nueva aretología real basada en la pietas y la iustitia. La culminación de este proceso de conversión del rey godo en un nuevo David y de su pueblo en un nuevo Israel fue la ceremonia de la unción real, atestiguada por vez primera en la coronación de Wamba (672-680), pero tal vez practicada ya a partir de 653 con la elevación al trono de Recesvinto. 





LA MONARQUÍA GODA DE TOLEDO Y EL GOBIERNO DEL REINO 

Esta misma mezcla desigual de principios germánicos y tardorromanos, o ya claramente protobizantinos, la encontramos al estudiar los grandes rasgos de la organización administrativa del reino godo de Toledo, tanto en la central —palatium— como en la territorial.

En los escritores contemporáneos la administración central suele recibir la denominación genérica de palatium, lo que revela una evidente herencia terminológica imperial romana. Como se dijo en un anterior apartado, la monarquía Balta de Tolosa se constituyó desde un principio a semejanza del estado mayor y administración del palatium de un generalísimo regional (magister utriusque militiae). La desaparición progresiva del gobierno imperial a lo largo del siglo V en la diócesis de las Españas (y también la de «las siete provincias» en las Galias) hizo que el palatium godo asumiera, además, las funciones propias de un vicario e incluso de un prefecto del pretorio.

Pero sería en el reino godo de Toledo donde las influencias protobizantinas fueron más notables. Fue Leovigildo quien estableció una administración central con funciones plenamente diferenciadas a la manera tardorromana: el officium palatinum, cuyos miembros adquirirían además funciones de carácter consultivo cada vez más importantes. Junto a un jefe de la cancillería (comes notariorum) se testimonian un conde del patrimonio y otro de los tesoros, encargados respectivamente de la administración del fisco, constituido por los dominios fundiarios de la Corona, y los impuestos directos e indirectos; pues la capitatio/iugatio se conservó, incluso con el mecanismo tardorromano de la aderación, y continuaron también los antiguos impuestos indirectos heredados del Bajo Imperio (aduanas, peajes, collatio lustralis) y de la acuñación de moneda. Además de estos cargos existían otros de tipo doméstico, pero con claros modelos protobizantinos —condestable, cubiculario y varios comites scantiarum—, dotados de atribuciones de carácter fiscal sobre el patrimonio regio. A partir de mediados del siglo VII estas cada vez fueron más importantes, ya que entraron en crisis las recaudaciones obtenidas por la vía de la antigua capitatio/iugatio.

Semejante en espíritu, sistematización y origen resultó la organización administrativa territorial en el reino godo, donde fue más temprana la extensión y normalización de los comites civitatis, institución que se convirtió en típica del Imperio carolingio y los territorios influidos por este, y que, como tantas otras cosas, posiblemente debió mucho al modelo e influencia de la recién destruida monarquía goda. Estos se crearon a partir de instancias tardorromanas surgidas en la Galia del siglo V en momentos de grandes preocupaciones defensivas, pues lo cierto es que la nueva institución de gobierno, además de denotar su estrecha vinculación con el soberano, reflejada en el título de comes (conde) de su titular, venía a romper con la ley de hierro de la administración bajo imperial romana, es decir, la estricta separación entre funciones de gobierno civil y militar. De este modo, el nuevo conde de ciudad con atribuciones originariamente militares también las tenía jurisdiccionales e incluso fiscales. En consecuencia, los condes, normales ya en el reino godo de Tolosa, se convirtieron en el posterior de Toledo en la piedra angular de la administración territorial de nivel inferior al provincial. Sin embargo, la generalización de los condes de ciudad no supuso necesariamente la desaparición de las curias, las cuales, en algunas ciudades de gran tradición romana, como Córdoba, todavía permanecían a principios del siglo VIII. No obstante, sus funciones se habían reducido mucho, perdiendo las relacionadas con la recaudación del impuesto y el monopolio del poder, en manos de unos pocos nobles, los llamados principales, que a veces se hacían llamar pomposamente senadores. También en el reino godo de Toledo se mantuvieron las viejas provincias tardorromanas regidas por gobernadores (rectores) con exclusivas atribuciones civiles; a ellos estaban subordinadas las curias y magistraturas municipales bajo imperiales, ya en decadencia en bastantes lugares y sin sus fundamentales funciones fiscales del siglo IV. 

Paralelamente a esta unidad de jurisdicción, desde fecha muy temprana —posiblemente desde Eurico, pero con toda seguridad con Leovigildo— el derecho godo, lleno de elementos de tipo romano vulgar y con pocas huellas germánicas, tuvo un carácter territorial. Pero, significativamente, Quindasvinto (642-653) y Recesvinto (649-672) llevaron a cabo una profunda reorganización administrativa, que siguió tendencias tardorromanas y, sobre todo, los modelos protobizantinos de los exarcados de Cartago y Ravena, lo cual obedecía a la nueva realidad protofeudal del Estado. En esencia, se trataba de una simplificación administrativa por vía de la militarización. Desaparecidos los antiguos gobernadores civiles a nivel provincial —en seis provincias, aumentadas luego a ocho—, asumieron totales atribuciones los duces provinciae, que en el anterior ordenamiento de Leovigildo eran los comandantes de los ejércitos de guarnición en cada provincia; al mismo tiempo, estos duques pasaron a ocupar los cargos fiscales de la administración central antes señalados. Por debajo de ellos quedaron los condes de ciudad, cuya autoridad quedaba limitada por la paralela del obispo; y en un escalón inferior se encontraban el vicario del conde y los antiguos comandantes del ejército, organizado a la manera tardorromana: tiufados, quingentenarios y centenarios. Esta reorganización administrativa se vería reflejada en un nuevo código legal de carácter también territorial y, esta vez, exclusivista: el Liber iudicum o iudiciorum, en el que se acoplaron un buen número de disposiciones del antiguo Código teodosiano, hasta entonces fuente legal de carácter subsidiario en la versión reformada de Alarico II (484-507).

La monarquía goda había respetado las atribuciones judiciales y fiscales de los obispos y de los concilios eclesiásticos provinciales. Naturalmente, estas no hicieron más que aumentar con la conversión al catolicismo de Recaredo. A partir de entonces los llamados concilios generales, a celebrar casi siempre en Toledo, acabaron por constituirse en órganos de discusión y consulta no solo de los asuntos que atañían a la religión y la clerecía, sino también de los más decisivos de carácter político, refrendando leyes muy trascendentales, o incluso modificando y hasta rechazando alguna iniciativa regia. Representados en ellos, especialmente a partir del VIII Concilio de Toledo (653), no solo los obispos sino también la alta nobleza palatina, con los duques a la cabeza, los concilios generales de los últimos tiempos sin duda sirvieron también de modelo para las grandes asambleas políticas de los carolingios





LA MONARQUÍA GODA DEL TOLEDO PROTOFEUDAL

Como señalaron los grandes historiadores de la «Nueva escuela» alemana de los últimos dos tercios del siglo XX la clave de la vida política y social de los llamados reinos romano-germánicos fue el conflicto entre la nobleza y la monarquía. El núcleo de este conflicto habría de constituirlo la lucha por el control de las dos fuentes esenciales del poder económico, social y político en aquella época: la gran propiedad fundiaria y los hombres dotados de capacidad militar. De este modo, el poder de nobles y reyes se basó en la gran propiedad y en el control de unos cauces institucionales que desembocaron, ya en época carolingia, en el régimen feudovasallático clásico.

Estos cauces institucionales, muy semejantes para todo Occidente, se formaron a partir de precedentes germanos y tardorromanos. Ya hemos tratado de los primeros al apuntar la importancia de los séquitos de semilibres y de las clientelas armadas dentro del ámbito general de la «soberanía señorial». Convendría, pues, que ahora nos refiriésemos brevemente a los segundos. Es preciso señalar cómo la institución del patrocinium había permitido a la gran aristocracia senatorial imponer lazos de dependencia al numeroso campesinado libre mediante la práctica de la encomendación. 

De esta forma a finales del siglo IV dichas relaciones de patrocinio habían funcionado a unos niveles sociales diferentes, con consecuencias enormemente importantes en el discurso político. Una práctica tardorromana, seguida por la gran aristocracia senatorial, había sido recibir bajo su patrocinio a bandas de soldados, a quienes mantenían y armaban a cambio de sus servicios de policía o en las luchas privadas, y a los que se daba el nombre genérico de bucelarios. A pesar de las numerosas prohibiciones, el poder imperial había sido incapaz de erradicar tales prácticas. Las nuevas condiciones creadas por las grandes invasiones en el siglo V, con una inseguridad creciente y una quiebra del poder central, habrían favorecido su extensión y arraigo, máxime si se piensa que los germanos invasores contaban con realidades sociopolíticas muy semejantes a estos bucelarios o soldados privados. Significativamente, el primer Estado germano constituido, el de los godos de Tolosa, no solo legalizó el bucelariato, sino que reglamentó que el patrono tenía que entregar a los bucelarios una cierta cantidad de tierra a título condicional, pero heredable en el caso de que su hijo siguiese prestando los mismos servicios de armas. Resulta indudable que en las cambiantes circunstancias políticas de los nuevos reinos de Occidente este tipo de clientelas armadas había de constituirse en un poderoso factor de movilidad social, y más concretamente de ennoblecimiento, puesto que, en las frecuentes luchas por el trono, o rebeliones, estos clientes armados desempeñaban un papel esencial.

Finalmente, el conflicto entre la aristocracia y los reyes por dominar ambas fuentes de poder y riqueza sería tanto más agudo al ser estas cada vez más interdependientes. El proceso creciente de convertir en señoríos la gran propiedad y la cada vez mayor debilidad de los intercambios comerciales especializados y con base en la moneda, convertían la tierra, con su correspondiente fuerza de trabajo humana, en la principal y casi única fuente de riqueza tanto para la aristocracia como para la realeza. Además, esta tierra era la única fuente de riqueza capaz de mantener a las clientelas armadas, fundamentales en la obtención del poder político necesario para aumentar la riqueza fundiaria. Por ello se comprende que, si en los siglos V y VI la posesión del llamado Tesoro regio de base metálica aún constituía una piedra de toque de las luchas por el trono en los nuevos reinos occidentales, posteriormente desapareció de escena en beneficio de la tierra y de las clientelas armadas. Esta mutación permite comprender, entre otras cosas, el progresivo deterioro del sistema fiscal tardorromano —basado en los impuestos directos y en la tasación—, y los cambios en el reclutamiento militar, principal output de aquel.

Por razones más históricas y especialmente historiográficas se considera al feudalismo carolingio la base principal del régimen feudal que caracterizó varios siglos de la Edad Media en Europa, y cuyos últimos rescoldos no se apagaron hasta las revoluciones liberales, empezando por la francesa. Pero, si al prefeudalismo franco le faltó en última instancia uniformidad de procedimientos y reconocimiento constitucional de las relaciones feudovasalláticas en un sistema jerárquico estable, un paso más en este sentido —tal vez ya decisivo— se dio en la monarquía goda de Toledo. Las condiciones históricas en que se constituyó el reino godo hicieron que, desde un principio, frente a la realeza, existiese un fuerte grupo de nobles tanto de origen germano como municipal tardorromano. A pesar de los esfuerzos centralizadores y de reforzamiento del poder regio realizados por Leovigildo, el poder de dicha nobleza fue en aumento. La conversión al catolicismo, en 589, de su hijo Recaredo (586-601) no hizo sino sancionar la plena unidad entre la antigua nobleza goda y la tardorromana, al tiempo que favorecía el crecimiento del poder socioeconómico e influencia política de la Iglesia. De tal forma que, si observamos las capas superiores de la sociedad visigoda en la segunda mitad del siglo VII, se puede fácilmente comprobar la formación de una verdadera jerarquía vasallática, en cuya cúspide se encontraba situado el soberano. Por debajo de este se colocaban los potentes, entre ellos los altos funcionarios de la administración (duces y comites), los obispos, los dignatarios palatinos de menor rango (gardingos) y los grandes propietarios fundiarios. Aunque desde mediados del siglo VII se observa una tendencia a hacer coincidir a la nobleza con todos aquellos que ocupaban alguna dignidad o puesto palatino y formaban la llamada aula regia. Tanto la riqueza fundiaria como el desempeño de un alto cargo de gobierno posibilitaban a sus detentores la ampliación del número de personas que podían encontrarse bajo su patrocinio, al poder concederles propiedades fundiarias a título condicional —sub o causa stipendii— con la obligación de prestar leal obediencia y servicio, por lo general armado. Entre estas personas que podían formar parte de dichas relaciones de patrocinio se encontraban otros poderosos locales, aunque inferiores, con sus propias clientelas o relaciones de patrocinio. 

Así, mientras el rey se convirtió en el patrono de sus dignatarios palatinos —denominados de esta forma fideles regis—, estos a su vez tenían en relación de dependencia a otros nobles de rango inferior a simples ingenuos (bucelarios). Además, estas mismas relaciones de patrocinio se daban en el seno de la muy poderosa Iglesia hispanogoda. En su cúspide se encontraban los obispos, que habían alcanzado —al menos desde 633— amplias inmunidades fiscales y judiciales para las propiedades eclesiásticas. Las consecuencias sociales y políticas de la constitución de tal estructura protofeudal fueron de enorme consideración. Por otro lado, a pesar de los enérgicos esfuerzos de ciertos soberanos por fortalecer el poder central, la realeza, víctima de las continuas usurpaciones y conjuras por el trono, tuvo que ceder a las principales exigencias de la nobleza: aumento de las entregas de patrimonio de la Corona a la nobleza mediante donaciones o concesiones beneficiarias, estabilidad de los lazos de dependencia entre el rey y los nobles y de las concomitantes concesiones beneficiarias (636 y 683), y establecimiento de una especie de inmunidad o habeas corpus para los miembros de la alta nobleza frente a las decisiones reales arbitrarias (683). Por último, la nobleza consiguió imponer el criterio electivo en la sucesión real en el seno de la propia nobleza laica y eclesiástica y la constitución de un órgano colegial, los concilios generales, de los obispos y los miembros de la nobleza palatina, como alto tribunal de justicia y como asamblea legisladora y consultiva en asuntos de alta política, tal y como ya se ha señalado. 

El establecimiento de esta estructura protofeudal en el reino godo obligó, desde mediados del siglo VII, a un abandono de la antigua fiscalidad de tipo tardorromano, a la constitución de un ejército compuesto por nobles y sus clientelas armadas privadas —leyes militares de Wamba y Ervigio— y al establecimiento de poderosos mandos provinciales muy autónomos y con tendencia a hacer heredables los ducados. 

Estos últimos hechos, unidos a las irreductibles disputas en el seno de los varios agrupamientos nobiliarios por conseguir la supremacía y al anacronismo representado por una institución real de tipo protobizantino, encaminaban posiblemente al Estado godo, a principios del siglo VIII, hacia su disolución en principados territoriales dominados por agrupaciones nobiliarias particularistas. Esta evolución sería, sin embargo, interrumpida bruscamente por la invasión islámica de 711.
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INTRODUCCIÓN

La conquista árabe de España supuso la liquidación de las estructuras políticas previas. Desapareció la monarquía goda y con ella el reino de Toledo y la organización territorial que le fue propia, todavía muy deudora de la de los últimos tiempos imperiales romanos. La voluntad de los invasores de hacer tabula rasa del pasado inmediato se aprecia en sus decisiones más ideológicas, desde el nuevo nombre impuesto a la ahora provincia de Damasco, al-Andalus, en perjuicio de su denominación secular como Hispania o Spania, hasta el traslado de la capital a Sevilla primero e, inmediatamente, a Córdoba, pasando por la acuñación de monedas que dejaban perfectamente clara la nueva situación del país conquistado.

La ruptura de los marcos territoriales del reino godo quedó consagrada también como consecuencia de la aparición de los núcleos de resistencia cristianos en las regiones montañosas del norte, en principio sin relación ni proyecto común alguno, cada uno de ellos provocado por circunstancias locales y particulares. La consolidación de estos núcleos —asturiano, pamplonés, aragonés y catalán— da paso a la creación de monarquías y principados de fuerte personalidad, más o menos enraizados en el imaginario y el pasado godo, con una fuerte conciencia de su pertenencia a ese conjunto geopolítico y cultural que hemos de llamar, sin más, España. Las dinastías que los conforman van a ser las grandes protagonistas de los largos siglos de luchas y convergencias, de recuperación territorial, de organización de los hombres y los espacios, de fundamentación ideológica y, finalmente, de recreación de una idea de España que aleteó siempre en ellas y acabó superando todas las dificultades imaginables hasta convertirse en nueva realidad y sujeto histórico. 

Estas páginas tendrán siempre presente esta diversidad e intentarán, dentro del espacio concedido, hacerle justicia. No obstante, sería imposible no tener en cuenta el papel especial que en el desarrollo de esos procesos tuvo la monarquía castellanoleonesa, nacida como reino de Asturias en fecha no del todo determinada, probablemente en el 718. 





ENTRE LA HERENCIA GODA Y LA IMPRONTA FRANCA: LOS PRINCIPADOS HISPANOS HASTA EL AÑO 1000

La sublevación de Pelayo, muy plausiblemente un noble de origen godo de quien no puede descartarse algún vínculo con el linaje regio, pero de fuerte arraigo familiar entre los astures, significó, tras la batalla de Covadonga, la desaparición del dominio musulmán en las comarcas adyacentes. Según un documento de 812, el primero que lo menciona, Pelayo fue elevado a príncipe, vencedor de los enemigos y «defensor de la nación de los cristianos y de los asturianos», pero ello no significó que con él se recuperase el viejo reino de los godos. El alcance de su gesta fue meramente local, al margen de la tradición política visigoda, pero tampoco puede tratarse como un mero estallido indigenista frente a un dominio foráneo porque los astures ya estaban por entonces integrados en los cuadros políticos del reino godo. La personalidad de Pelayo proporcionó una base sobre la que, ya en la segunda mitad del siglo IX, tal vez por influencia de los numerosos inmigrados del sur, fue posible construir un puente entre la ya por entonces consolidada monarquía asturiana y el desaparecido reino de Toledo.

La Crónica de Alfonso III, cuando se ocupa en relatar lo de Covadonga, hace decir a Pelayo: «Cristo es nuestra esperanza de que por este pequeño montículo se restaure la salvación de España y el ejército del pueblo godo». Otra crónica del mismo momento, la llamada Albeldense, prefiere ceñirse a realidades menos sublimes, aunque no menos trascendentales: «Desde entonces se devolvió la libertad al pueblo cristiano (...) y por la divina providencia surge el reino de los astures». Como señalara Juan Ignacio Ruiz de la Peña, la figura del rey de la nueva monarquía —aunque habrá que esperar a Alfonso III (866-910) para que los príncipes asturianos utilicen la titulación de «rey»— quedará asociada, junto con la defensa frente a los enemigos, «a dos funciones que serán en el futuro una constante en el ejercicio de la propia realeza: la reorganización del poblamiento y la tutela de la Iglesia». 

La muerte de Pelayo en 737 y la muy cercana de su hijo Favila en 739, determinó el acceso al poder de Alfonso I, hijo del duque Pedro de Cantabria, casado con Ermesinda, hija de Pelayo. Si es dudosa la ascendencia regia del primer caudillo asturiano, lo es menos la de Alfonso, pues era común esa procedencia entre los duques visigodos. De ese modo, las futuras pretensiones de la corte asturiana obtenían un importante respaldo genealógico, pero a mediados del siglo VIII era quizá más importante la fusión de cántabros y astures en el Asturorum Regnum, cuya alianza permitirá, bajo Alfonso I (739-757) la expansión del pequeño principado y el lanzamiento de numerosas y victoriosas incursiones al sur de los montes. No obstante, también desde muy pronto, se hacen patentes las tensiones separatistas en las zonas más al este y al oeste del reino —Vasconia y Galicia— y las intrigas palatinas que condicionaron el reinado de Fruela I (757-768) a pesar de sus éxitos frente a los musulmanes. En esos y en otros muchos aspectos, el reinado de Alfonso II (791-842) significó un gran paso adelante, tanto que sin duda puede considerársele el constructor del primer Estado que merece ese nombre sobre los territorios de la franja norteña ocupada por la monarquía asturiana. 

El reinado se inició con una decisiva victoria sobre los moros en Lodos o Lutos (794), la primera a campo abierto sobre un ejército andalusí, el cual regresaba del saqueo de Oviedo. Este combate puso a salvo el reino tras varios años de devastadoras incursiones enemigas. Desde entonces, nunca más osó una hueste musulmana atravesar los puertos y el reino asturiano vio asentada definitivamente su independencia. Aunque los temibles ataques siguieron siendo frecuentes en las fronteras, fueron contestados audazmente por Alfonso II, quien, en 797, por ejemplo, se apoderó durante un tiempo de Lisboa. Pero el aspecto más importante del reinado fue la conversión de Oviedo en regia sedes, auténtica capital del reino que será centro de un movimiento cultural, impulsado por el propio monarca, de enorme trascendencia para el futuro. En ese movimiento se produjo una fuerte influencia de otros ámbitos hispanos y, en menor medida, extra peninsulares. La clave estuvo en un «programado movimiento de reconstrucción política integral que tomó como modelo próximo la tradición gótica».1 Así, dice la Crónica Albeldense, «todo el ceremonial de los godos, tal como había sido en Toledo, lo restauró por entero en Oviedo, tanto en la Iglesia como en el Palacio». Este afán contribuyó decisivamente a hacer de los monarcas astures los herederos legítimos de los godos, aunque no podía esperarse un pleno restablecimiento de las instituciones políticas, jurídicas y eclesiásticas de tiempos anteriores. Por último, aunque entonces nadie pudiera imaginar lo que este acontecimiento iba a significar en la historia de España, hacia el 813 tuvo lugar el descubrimiento, cerca de la antigua sede episcopal de Iria, del sepulcro de Santiago Apóstol, pronto un elemento fundamental de la identidad de la nueva monarquía y del reino y de la Iglesia con la que ambos se identificaban. 

Los logros de Alfonso II encontraron continuación en la política expansiva y repobladora de Ordoño I (850-866) al sur de la cordillera Cantábrica, en la que contó con la colaboración de mozárabes huidos de al-Andalus, y de Alfonso III, llamado el Magno, que reinó entre el 866 y el 910, cuando se alcanza ya la línea del Duero. En especial durante el reinado de este último, el más brillante de los reyes asturianos, se observa un florecimiento cultural e institucional que constituye la culminación del ideal «neogoticista» del reino de Asturias. Con Alfonso III aumenta la influencia mozárabe en el orden cultural e ideológico, y por primera vez se asumen postulados que anuncian la futura ideología de la Reconquista, muy patente ya en las crónicas del momento. Fruto de ese ambiente cultural y político es la titulación que utilizará ya al final de su reinado: Adefonsus Hispaniae Rex. Muerto el monarca, este carácter se mantendrá una vez trasladada la capitalidad a León tras el 910 y será un rasgo primordial de la nueva construcción política que surge de esa circunstancia, pese a las graves dificultades derivadas de la fuerte presión musulmana tras la creación del califato en Córdoba. 

Mientras tanto, en torno a la vieja ciudad romana de Pompaelo, Pamplona, y su condado hispanogodo, y sobre los cimientos asentados a lo largo del siglo IX por los señores o príncipes de las dinastías, Íñigo y Jimena, cuyos principales vínculos y alianzas fueron con los muladíes Banu Qasi, señores de Tudela y más tarde de Zaragoza, surgió desde principios del siglo X la nueva monarquía pamplonesa tras la elevación al trono de Sancho I Garcés en 905. Las escasas y breves fuentes nos hablan de una monarquía en proceso de construcción, de fundamentos ideológicos muy simples, alejados de los presupuestos goticistas entonces en auge en Oviedo, y centrados en la defensa de la Iglesia y del pueblo cristiano frente al islam. Esa defensa exige la expansión territorial sobre la región pamplonesa y hacia el sur, así como hacia Aragón, cuyo condado estuvo vinculado en sus orígenes al ámbito propiamente carolingio.2

Apenas nacida, la monarquía pamplonesa hubo de hacer frente a la agresividad andalusí en su época de máximo esplendor, coincidente con el reinado de García I Sánchez (925-970). Su matrimonio con Teresa, hija de Ramiro II de León, en 941, puso en contacto directo a la corte pamplonesa con los ideales «neogoticistas» asturleoneses, a lo que ayudó la expansión del reino sobre tierras riojanas de fuerte impronta mozárabe. Ello se hace ya evidente en el reinado de Sancho II Garcés (970-994), cuando la cronística parece avalar un relevo en la tarea de «recuperación de Hispania» entre León y Pamplona como consecuencia de la crisis en que se encontraba sumido el reino asturleonés. Esta traslación muestra el hondo sentido que estas ideas tenían ya en ese momento temprano de las monarquías hispanas y se ve refrendado por la consolidación de Pamplona «como ciudad símbolo del reino», siguiendo la estela previa de Oviedo. Junto con esos elementos de gran potencia ideológica, la monarquía pamplonesa se sustenta también en la capacidad de convertirse en centro de una fuerte red aristocrática, a su vez firmemente asentada en aquella tierra. Una aristocracia que precede, acompaña y converge con el linaje regio: «Un apoyo y unos vínculos no exentos de tensiones, enfrentamientos y conciliaciones, pero también de repartos y equilibrios de poder».3 

Más al este, el condado de Aragón permitió la independencia de ese núcleo pirenaico frente a las ciudades andalusíes de Huesca y Zaragoza gracias a la protección carolingia. Las famosas Genealogías de Roda mencionan a Aznar Galíndez como conde independiente (h. 815), pero la dinastía condal por él fundada fue virando hacia Pamplona en la medida en que ese reino iba consolidándose y adquiriendo personalidad, hasta la completa integración en ella ya en tiempo de Sancho III Garcés. Por entonces, la sociedad y el poblamiento aragonés eran muy parecidos a los navarros, aunque en un nivel netamente inferior, lo que facilitó esa integración. 

Como es sabido, fue en Cataluña donde el modelo territorial y político carolingio y poscarolingio tuvo mayor y más exitosa implantación entre las tierras de España. La llamada Marca Hispánica, surgida de las conquistas francas en territorio peninsular, se encontraba dividida en condados que se separan y reagrupan constantemente durante el siglo IX. Aunque la norma fuera que a cada uno de los condados correspondiera un mandatario, las necesidades de la defensa frente a los musulmanes o las luchas políticas dieron paso a otras situaciones. Así, Bera, conde de Barcelona en 812, sumó tres años más tarde el condado de Gerona. 

Desde muy pronto se detectan afanes independentistas entre los condes catalanes respecto del Imperio carolingio, lo que en ocasiones da paso a alianzas con poderes musulmanes contra los francos. Los afanes de los distintos condes se dirigen, sobre todo, a asegurar su poder en el territorio y a conseguir traspasarlo a sus herederos. Ello dependía, en último término, del emperador, por lo que los graves conflictos que dominaron la vida del imperio tras muerte de Luis el Piadoso (840), tuvieron continuas y graves repercusiones en el panorama de los condados catalanes. Así, Carlos el Calvo entregó Barcelona, Gerona y Narbona a Sunifredo, ya antes conde de Urgel y Cerdaña, en la década de los cuarenta del siglo IX; más tarde, Unifredo (858-864) pudo obtener del mismo monarca la gobernación de Barcelona, Ampurias, Pallars, Ribagorza, Rosellón, Narbona, Carcasona y Tolosa, pero no se mantuvo mucho tiempo en el poder. Con ocasión de las luchas y rebeliones de esos años, antes y después de la muerte de Carlos el Calvo, Wifredo el Velloso, conde de Urgel, fiel a los carolingios, combatió al levantisco Bernardo de Gotia, conde de Barcelona, Rosellón y Narbona. En el 878 se produce la derrota de este y Wifredo obtuvo Barcelona, mientras que Rosellón y Conflent pasaron a su hermano Miró. Con ellos se inicia la dinastía condal que llegará hasta 1410. 

La extinción de la línea carolingia y la elección de Eudes en 888 como rey de Francia proporciona a los condes catalanes un pretexto muy bien aprovechado para afianzar su independencia de hecho, de la misma forma que tantos otros señores feudales del momento. Esa independencia se manifiesta en el reparto de los territorios entre los hijos de los condes, convertidos los condados en bienes de libre disposición como si fueran tierras propias. En medio de esos avatares, los descendientes de Wifredo, especialmente su hijo Suñer, consiguieron crear una firme base de poder mediante la unión de los condados de Barcelona, Gerona y Osona. Los condes de Barcelona Borrell II (948-992) y Ramón Borrell (992-1017) recogieron el fruto de esa unidad. En la segunda mitad del siglo X el predominio de la casa condal de Barcelona era reconocido dentro y fuera de Cataluña, siendo ella la responsable de negociar con el califato cordobés los tratados de paz y la delimitación de fronteras, así como, eventualmente, el pago de los tributos que garantizaban la supervivencia.





REYES DEFENSORES, CONQUISTADORES Y REPOBLADORES

Como hemos visto en el primero de estos apartados, las distintas monarquías y poderes hispanos medievales aparecieron con la declarada finalidad de defender la tierra y al pueblo cristiano de las acometidas del enemigo. Los modestos orígenes de todos y cada uno de estos principados no les privaba de un propósito heroico que muy a menudo exigió a sus titulares el más alto precio, pero tras muchas generaciones y algunos siglos en los que la defensa fue la actitud prioritaria, llegaron tiempos en los que la capacidad de resistencia se transformó en agresividad revestida de ideas de recuperación de lo perdido, de restauración de lo aniquilado. Los reyes conquistadores sucedieron a los reyes defensores, pero en las distintas escalas en que las circunstancias permitieron actuar a cada uno, todos fueron reyes pobladores, humanizadores de espacios incultos y fronterizos, arrasados por la guerra, o transformadores y evangelizadores de inmensos territorios arrebatados al infiel. 

En el brevísimo resumen de estas inmensas tareas, que no pueden dejar de ser mencionadas en una obra como esta, aunque no puedan acaparar su contenido, seguiremos las líneas trazadas por Miguel Ángel Ladero en su imprescindible La formación medieval de España4 y es él quien distingue tres grandes fases en aquellos largos siglos que habitualmente condensamos con el nombre de Reconquista. En el primero se abordan los tiempos de los siglos VIII al X, los orígenes, para hablarnos del caudillaje de Pelayo y Covadonga, de la primera expansión de Alfonso I (739-757) hacia Galicia al oeste y hasta Álava y norte de Castilla al este; de las victorias defensivas de Alfonso II (791-842) y la capacidad de Ordoño I (850-866) y Alfonso III (866-910) para llevar la frontera al Duero. Ramiro II (931-951), junto con Fernán González, conde de Castilla, consolidaron la colonización al norte de ese río, pese a las ofensivas cordobesas que, en la segunda mitad del siglo X, fueron especialmente virulentas bajo el mando de Almanzor. 

En esos mismos siglos primeros, hacia el este, hemos visto emerger los núcleos pamplonés, aragonés y catalán, cada uno con sus características peculiares. El siglo X es «época de fuerte reorganización y colonización interior en el reino de Pamplona y en la Cataluña condal».5 Sancho I Garcés conquistó la Rioja Alta y puso las bases del despliegue coronado por su tataranieto Sancho III el Mayor; mientras, los condes catalanes llevaban a cabo una intensa colonización de las zonas fronterizas hasta dejar constituida, desde las primeras décadas del siglo XI, la «Cataluña Vieja», entre los Pirineos y el Llobregat.
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